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Nota Introductoria. 
@<, a política criminal para hacer frcntc a 

1. ,$,,.$ la delincuencia juvcnil está siendo 
@Z objeto de una crccicnte discusión en 

medios polítici,~ y académicos. 

E n  cualquier dehatc equilibrado si>brc la 

materia se asiste al rec<inc,cimicnto dc que a 

los adolescentes que comctcn delitcis se les 

debe imponer sancii>nrs distintas dc las del 

I>crecho Prnal común, por razones dr justicia 

y d e  utilidad social. 

Desde cl punto dc  vista de la justicia, 

n o r m a s  in t r rnac iona lcs  s o b r e  derechos  

h u m a n o s  d e  las pe rsonas  m e n o r r s  dr 

dieciocho años reconocen cl derecho a una 

respuesta que evite los daños en el desarrollo 

de los adolcsccntes y quc minimice al máximo 

]<>S perjuicios que el sistcma prnal provoca en 

la integraciiin socid de rstas personas'. 

Desde el punto de vista dc la uulidacl social, 

es ampliamcntc reconocido quc la intcrvrn- 

' Esrc ;uu';uuul<i es uti cxmacr<>, a<lsptndo para los fincs 
dc csra puhlicaci<jn, dcl trabrli> dcl mismo autor " N < > ~  
vns acerca <Icl <Ichrtr pi>liucii~crinlinrl rohrc Irr  fina^ 

cirin temprana dcl sistcma penal st>brc niños y 

adolcsccntes (aun cuando sc la disfrace dc 

"tutela" o "pri,trcci6n" de Ii>s menores),  

gcncralmente cs un  iactor crimin6geno y no  

u n o  preventivi>. l is decir,  d e  ella puede 

cspcrarse, en términos generales, un aumento 

y un agravarnirnt<i dc la drlincurncia, y no  en 

canibici, una  disniinuci6n dr la misma. 

Sin cmbargo, tanibicn parccc estar fuera 

d c  discusión cn cl dcbatc p<ilítico-criminal 

c<intcrnporáneo, la ncccsidad dc reaccionar dc 

alguna fc,rma frcntc a la delincuencia de los 

adolcsccntes, por lo mcnos frente a la más 

grave, por la cual adolescentes mayores de 

cierta cdad debcn responder dc alguna forma. 

lin rstas lincas nie propongo <ifrrcer una 

perspectiva de las altrrnativas tcnidas en 

cucnra para csta reacción, a partir  d e  la 

legislación y cl dcbatc  político criminal 

coniparado, ofrccicndo con ello un marco de 

referencia para la rliscusión sobre el papel de 

las penas y de las alternativas a la pena cn el 

derecho penal juvcnil. 
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Cr>n todo, sc trata dr un marcci de rrfrrcncia 

que t i < >  rs t i  aislail<> iii 1p;irtc clc <-rr<>, sin<> <~iic  sc 

ubica c n  cl marcin d e  I;i <liscusií,n ilcl 

Antcproyccto de I ry s<>lirr Resp<>ns%bilidad por 

Infraccii>nrs Juvcriilcs a la I.cy Penal, dad<> a 

conocer por el Miiiisicrii> <Ic Justicia chilcn,, cti 

julio de 19'18 (cn adrlantc, "cl ,lnicproyect<,"). 

(:on cllo, hay iina scric <Ir aspectos (Ir la 

cuestión quc sc dan por rcsurltos: hahrá un 

sistcma d e  juzgamiento g:irantista dc la 

responsal>ilidad d r  10s adi>lcsrcntcs clc cntrr 

catorcc y dieciocli<, añcis, ciiya conscciirncia 

será la posibilidad jurídica dc imposici0n de 

medidas (sanciones) difcrcnrcs (por dc pronto, 

m u c h r ~  menos  violentas, cualitati\,a y / o  

~uan t i t a t i~amcr~tc )  ~ I c  las [,CI,:IS aplicalilrs a 

los adulros. ~<:uálcs mcdi<las concrctanirntc, 

con q u i  finalidades, y reguladas dc  acucrdi, 

con qu6 principios?, es ya uni  discusii>n para 

la qur este estu<li<i pretrn<lc Iiaccr un aporic, 

ofrcciindole parimctros c<inccprualcs, iclcas 

sobrc que hacen otras lrgisl~cir>nrs ciin los 

adolcsccntes infractorcs, y ciinir, l o  haccn; qiié 

prnhlcmas se <Ilscutrn y q~iL: rrformas s r  

proponcn en I<,s [ ia íse  quc han promulga<l<i 

csas Icgislacioncs. 

I.<>s paises teniilos cn cucnta son España, 

Alemania, Ing1atcrr:a. listadi>s Ilnidcis y, por 

cierto, (:hllc. I<<, sc r>frcci, rri ri~lidarl, una 

revisión sistemit$ca rlc la Iltcr:itura svl>rc C I  
tema cn r s v s  paíscs, ni ni~icli<i nirnos, sini> 

tan siil<> de tcxt<>s qiic clan ciirrita <Ic las línras 

gruesas <Ic csc dcliatc. 

En lincas gincralcs, una primera  consta^ 

taci<in rluc rman:i <Ic csa rcvibiiin cs que cn 

todos cst<is paiscs \c w~tsrc a iinn rcvisi<in n i á s  

nirnos priiiiinda dc I:is lcgislaci~incs quc  

rcyiilan la rr5pLicst;i rsi;ii;il a Ir>s Iicchos 

dclictivos cometidos por ni"<>s y adc>lcsccntes. 

I:l drbatc :i\nrca una s c n r  de curstii>nrs, 

~lcanzandri a I;i Irases niisnias ilcl sisrcnia, esto 

cs, Ihis i>bjrtiv<,s cjuc sc I,r<>ponc cl Iisradi> y, 

rri particular, la ,ldminisrración dc  justicia 

jiivcnil, frcnir a los niños y ad<ilcsccntes 

inculpados o cr~ndrnadris por la coniisi<in dr 

un dclito. 

A r i t r s  di. ;ilii,r<lar cl <Irl>atr s<il>rc lalcs 

ciicstioncs, sin cmhargo, cimvicnc rcc<,rdar las 

canctcrísticns rlc la Icgisl;ici<in vigente en Chilc. 

1. Propuestas de superación de la 
"ideologia tutelar" a través de 
una justicia juvenil garantista y 
un sistema de protección 
configurado como oferta de 
ayuda. 

1.1 E l  s is tema tutelar de menorescon io  

s is tema pena l  encubier to .  

1.2 Icgislaci<iti vigenrc cri (:hile, particular- 

nirtitc la I r y  <Ic Mcn<irrs (ND 16.61 S), sc inspira 

c n  una dctcrrninarla visión accrca dc la posición 

social y juriclicz dc li>s niños y del papel del 

listaili> frrnir a 1,)s prc>blrrrils dc  I:i inlinci?, 

< I U C  ha sido <Irrii>niinada c-ríiicnmentc <-<,rno la 

"i<lci>logía tuiclar". No sc trata, con r<>do, d r  

una crraci0ti propia dr q u ~ c n ~ s  inipulsari>n la 

1,cy<Ic i\lcn<,ri.s rn (:hllc, sir><> qucci>nstiiuye la 

cxprcsión Ii,cal d r  un  morimicnto social (el 

rnovimirnio dc los "salvzdures dcl ninu", 

~ > r o n x > i < ~  'Ir 10s tribun:ilcs rlc inriii>ics), cim 

su pr<>pla cliictr~iia politl<-i> ~iiridica, siirytda a 



fines del siglo pasado en Estados IJnidos y 

algunos países europeos, y extendida desde 

entonces, con gran uniformidad en las pril- 

puestas, por numerosos paíscs de Europa y 

prácticamente la totalidad de los de América 

I.atina (cfr. Cdiero, pássim.). 

Según esta versión dc las relacir>nes entre 

infancia y Estado, los niños, en general, son 

definidos por su incapacidad jurídica y su 

incomprtencia social, y sometidos, enla esfera 

privada, al control dc sus  padres (original- 

mente, el padrc), mientras que cn la esfera pú- 

blica, reservada para los niños que estuvieren 

"en situación irregular" (fuera del control de 

sus padres, ahandr~nadns r> abusados por ellos, 

cometiendo conductas delictivas u otras 

conductas desviadas y, en general, los que 

estuvieren "en peligro material o moral"), 

quedan entregados al control estatal, por 

medio de la figura del Ju r i  de Menores, quien 

dispone de poderes arbiuarios para adoptar 

"medidas de protección" dirigidas a: suplir la 

carencia o deficiencia de cuidado parental, a 

"corrc~r" a los nuios que mdniñrstrn conductas 

desviadas y a mantenerlos bajo control. 1.s Icy y 

la práctica del sistema de justicia acuña incluso 

un tkrmino especial, "menorrs", que por medio 

del uso ha terminado por adquirir claras 

connotaciones clasistas, para referirse a aquellos 

niños que son objeto de preocupación (protec- 

ción-represión-convol) del sistema de justicia 

tutelar. 

I.as mcdidas expresadas por el artículo 29 

de la Iay de Menores dan cuenta de este hiorido 

de protección-represión-control, del que la 

práctica ofrccc testimonios aún más evidrntcs. 
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Las medidas aplicables son: devolver el 

menor a sus padres, previa amonestación; 

confiarlo a otra familia que se haga cargo de 

él; somrterlo a libertad vigilada, y; confiarlo a 

un cstablecimicnto rspccial de educación (que 

puede ser rn regimen de intcrnado). Con todo, 

junto a rsas medidas, la facultad policial y 

judicial de internar a los menores en las Casas 

de Menorcs, para quc en ellas sc les observe y 

diagnostique mienuas no sc adopte una medida 

a su respcctci, pasó a constituir (como la prisión 

prrvrntiva en rl proceso penal) un eje del 

sistema, que a mrnudo se extiende por periodos 

prolongados, cspecialmcntc cuando no se 

cuenta conmedidas suficientes para la derivadiin 

o se considera que el menor es refractario a das .  

Finalmente, una adecudda descripción del 

cuadro dc medidas aplicables quedaría 

incompleto si no se recordase que la Izy,drsde 

sus inicios hasta nuestros días (aunquc con 

limites bastante severos desde 1994), ha 

permitido que, en los lugares en que no haya 

<:asas dc Mcnr>rcs, t.1 pcriodo de observación 

del niño (ternp<iralmcntc indeterminad<i hasta 

hacr apenas unos años) se desarrolle en 

establecimicntris penitenciarios (en secciones 

relativamente separadas de los presos adultos). 

Este dato es sipificativo independientemente 

de  la proporción relativa de niños que 

históricamente, en un proceso tutelar dirigido 

a su "protccdón", han sidn privados de libertad 

en una cárcel de  adultos, pues pcrmite 

desmitificar el sentido que las medidas de 

protección han tenido cn el cnntexto de la I.ey 

de Menores vigente. Muchas vcces, aún cuando 

se curntc con centros cspcciales para mcnores, 



bajo la i d ~ a  dc  [iri,rccciiin (iiicluycrid<, la ctapa 

d r  "i,l>servaci<in y <liagri<isiici>"), rl sistcma de 

justicia <le mcnorcs ha dcsarrolladn una práctica 

auténticamentc punitiva, pcrc descr>ntrola<ia, 

sin limitcs paraniistas, siti claridail sc>lirr 10s 

casos que la haccn necesaria y los qiic mi, y en 

una mrzcla ipalmcntc <Icsc<introla<ln (azarosa) 

c o n  otras intcrvencil>ncs aut int icamentr  

duigidas a la ayuila, quc muchas w c r s  Uegan 

tarde, crimo una ci>mpcnsaciiin ya Inrilxirtuna 

e insuficiente dcl cticarcclaniirntr> y la rcprcsión, 

o dcl r>lvido y el aliandr>ni> (con dctallcs, cn la 

descripdim criticx, <:illcri>/ligcnuu, pássim). 

1.2 Cambios en la práctica administrativa a 

partir de los  años 90'. 

Iln los Ultirni>s afios. cspccialmcntc dcsdc 

la ratificación cn Chilc de la <:i>n\.rnciO~i 

Intcrnacional s<,l>rr los I>crech<is <Ir1 Niñr,, 

estc csqucma ha idi> mi~ililicándosc pocr, a 

pnci,. cn algunos aspccr<is no dcsprcciahlcs, 

pero que no altcran la matriz hisica dcl s i s t em~ 

dc  justicia de nicnores. 

Así. actualmente asistlnios a un principio 

<Ic separacihn (t<ciiica, mas no jiiridira) rntrc 

cl t ipo d e  respuesta cst.atal f r rn tc  a las 

infraccir>nes a la Icy pcn:il y la acciiin estatal 

f rcn tc  a situacii,ncs c n  que  Iiis niños y 

ad<ilesccntcs son  victimas de ~ c c i < i n e s  u 

omisii>nrs quc :ifcctan sus  iIcrcch<>s quc 10s 

r n p o n c n  a ricsg<is para s u  dcsarri>llo c 

integridad. 

lin el caso dc cste scgrindn tipo dc  accibn, 

el <irgano adniinistr;irivc, encargadi)  <Ic 

irnplcrncntar y <lar cunipltnilcnto a las mc<li<las 

judicialrs para mrnorcs. cl Scrvicii> Nacional 

dc i\lcni,rcs, ha ~nri<~uccid<>, a traics dc la acción 

dc su  rrd dc ci,lnhoradi>rcs, cl catál<>go d e  

medidas aplicablcs, desarri>llandn programas 

dirigiJos a supcr;ir a<luellas siiuacii,ncs rlc las 

quc  s < ~ i  víctinias I<)s niños, promi>vicndn, 

auncluc tímidanirnte, la pcrmancncia ~Icl niño 

cn su íxmilia de rlrtgcn. l'imidxmenre pr>rquc. 

la grncralidad dc cstns nucvi,s programas, s i  

\>¡en tonsiituycri una alrcrnativa real a la 

intcrn;ici<in, dc alCuna mancra tienen quc cilntar 

cr>n una familia con una cicrta snlidci, y no  

p~icdcn hacer nada en camhio por las fxnilias 

ya dcrnasiado marginadas dc las limitadas y 

srlrciiv:is rriles socialrs que dan un nivrl 

iníninianieritc arrpialile di. acceso al cnipleo u 

otra iltcntc dc ingrrso, a la vivienda, salud, 

educlcikn, paruciplción cc>munitaria, rtc.  1 .as 

cxccpci<>tiis son csc:isas, y <Iclirn enfrcniar Ikis 

cléficlls <Ic Iiasc cti esas p<ilíticas a nivcl 

comunirarin. Con  todo, una linca de desarrollo 
quc podría tcncr priiyeccioncs cn la a ~ c u l a c i ó n  

y potcnciación dc rrdcs coniuiiitarias parcce ser 

la expcricncia <Ir xlguni>s di. 10s nuevr,s (:Ol> 

amhulai<irios imp~ilsadns en Iits úItimr>s cinco 

anos, que ycn<l<> más alli <Ic su e n c a r p  lcgal 

rclativo a 12 oliscrvaciiiti, diagnÍ>stict> y 

<Irnvari<in, han <-iinirnza<l<, a hacerse cargo 

dircctamcnte <Ic gcstionar para el niñc y su 

familia cl acccso a recursos comunitarios, 

conipri,t~icti6ti<Ii,sc en  el iriicnto dc rcs<>lvcr 

alguncts <Ic los pri,l>lcmas I~isicos quc r s t n  cn 

la hasc ilcl conflicti> cvidcnciado cn c l  niño. 

aunquc  todavia enf rcn tcn  u n a  scric d r  

prol>lcnias, por I:i ízlra dr un:i Krstihti piil>lic~ 

coor<liriada a nwrl crntral ! Ii~cal que pr,tciicic 

su rol. 
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ramcnte pucdc cspernrsc csi> dc la iritcrven~ 

ci<in <Ir la justicia juvcnil. ()tri>s, cli camliii>, 

a<imitcn la ncccs~dad <Ir iina acciiin cstatal 

separacla para cllo, y algilnos, incluso, dc una 

cierta "retirada" dc la acci0n de la iilsticia, c n  

la mayi>r mrdiila pi,sihlc, liara drjar pasi, a las 

mt.j<,rcs respuestas al pr<ililcrria, quc nc, scriari 

implcmcntal>lcs dcsdc la jiisticia. 

3. La justicia juvenil rnaximalista. 

3.1 Ideologia tutelar y rnaximalisrno 

judicial. 

1.a prrtensiiiii dc quc I:i jiisucia jiivcnil, con 

mntiv<i d r  la sancihn dc un dclito, asiiriia tarras 

de pr<iniociiiti si,<-¡al y / < ,  clc crlucacliiri d r  siis 

clientes, parccc rcncr conrxjiin ccin la ideología 
tutrlar, inspiradi>ra dc  las Icgislac~ones de 

menores tradicionales. Sc nianticnc el prc>p<i- 

sito dc adniinisirar <Ir rri:mcra siriKi~lariza<l:a 

un  rcmcdio (uti tratanilcnto) para la dc l in~  

cuencia, a travfs d e  la mcdida I> sanci0n 

esprcifica, escogi<la en atcncihn a las pccu1i:a- 

rida'lcs de adi,lcscentc y <Ic s u  anihicntc 

familiar y social. 

1.a diferencia sc cnciicnrra acaso en cl 

ámbito de neccsidadcs si>cialrs consideradas. 

Trad~cir,nalnictiic cl drrrclir> <Ic mcnitrcs más 

bien sc conforma con la sustituci<in dc  las 

familias corriiptas y I:i ~ iniformsci i in  dr 

prestacirines ilc I>icnes y servicios I>isicr>s, <Ic 

normas morales y<Ic con<liirrn !.del aprcndizajc 

d e  un m o d ~ i  dc adecuxcl<in confi,rmista 

suhal t r rn<+ a 1:t s<iciedad y rl mrrcadi> laboral, 

p o r  medio del rCgimen <Icl interna<li>, con sus 

rutinas cr>lecUvas. sii tratai~iirnto c<>rrr.ccti>nal y 

su  disciplltia ioi[icrsonal. l.;,\ vcrsioiics más 

modcrrias, cn catiil>i<>, sc sriclcri plantcar críticas 

frentc al intcrnadii (aunquc n o  sicnipre). 

reconi>cenla iicccsldad dc I:i vida fai~iil~;ir y las 

ncccsi<l:i<les dr i i c i : ~  ~tiscrciÍm s<>cial o<imi;~liza<Ia, 

y alian<li>nan cxprchi<,ncs cr>mr> "rrhahilita~ 

cllin" y "tratamicnri>", susuruykndolas pix c n n ~  

ccptos mis  intcgraiiorcs (intcgracii>tl sr>cial. 

habiliraciiin sic<,~si,cizl), c incluso eniancipato~ 

rios, [ rx~mant icnrn  la expectativa dc qiir lrrntc 

al <Iclit<i y la dcivtacth infanto~juvcn~lcs sc 

pucllc'lar rcspuisia a esas nccchidadcs :i ~ r a v e s  

dr iici:i tiicdida iililicial, flcxil>lr, adaptacla a las 

caracirrísncas y nccrsidadrs <Icl niño y su familia, 

rluc atzquc las caiisas del ilclin,, sin dcsdeñar 

adcmás la importancia dcl cfccti, cducativn dc  

la mcdtclz judicid. con lo quc sc a h ~ c n  a la idea 

de un:, rcspucsta "rcsp~,ns;iliilizador;~", quc  

"ciluquc 11 niñi, cii la res~~oiisahili<la<l". Coii 

r s a s  crprctatlvac ninrini;ilistas Icgitlnian, dr 

pasi,. y n vcces sin qucrcrlo. la intcrvcnc~iin de 1i 

j~istici:, ci>m<i alpi, a fin d r  cuentas "bucno para 

cl niño'',quc r c s l x ~ r ~ d ~  a siis ncccsi<la<lrs y quc 

adcniis rrprcscnta iin principlr> dc soli~ci<in al 

prohlcma dcl dclito, ya q u c  ataca sus causas. 

Como las mediilas smbulatirias son <ifrrcidas 

por rl sistema I r p l  com,> ~ i i i ; i  "opi>rt~ini<lad", 

cl fracaso dc las rnismas rcspccto de los "rclrac- 

tarios", Icgximi n su rcz,  cstn vcz a pcsar de sus  

sinccr;is intcnc~oncs <Irspr~i:ilizz<li>ras, cl rrciirsi, 

a la privaciiin <Ic lil>rrtail para aquellos niños y 

adolcsccntcs  que dcshccharon  la o p o r -  

tunidad. 



3.2. La justicia maximalista en el contexto 
comparado. Estados Unidos. 

Estaposturaparecc ser más común (aunque 

no necesariamente mayoritaria) en los Estados 

Unidos, pues en varios de sus estados siguen 

existiendo legislaciones y sistemas juris<liccio- 

nales basados en la tradicional "ideología 

tutelar", si bien corregiclos tras algunos fallos 

dela Corte Suprema (particularmente desde la 

década del 60) que rxigcii importantes garantias 

para los niños y adolescentes sujetos al poder 

de la justicia juvenil. 

1.a ideologia tutelar se expresa, en estos 

casos, ya en primer lugar, en cl tratamiento 

jurídico y programático prácticamrnte indife- 

renciado (salvo por la exigencia de mayores 

garantías procesales para los casos de delito, y la 

aplicación exclusiva para delitos e n  algunos 

estados- del confinamirnto bajo medidas de 

seguridad) de las conductas auténticamente 

delictivas de niños y adolescentes y de 10s 

llamados "delitos r n  razón de su condición" 

(condición de niños, o "menores") -"status 

offenses"-, que incluyen tanto dcsajustes 

conductualrs no-delictivos (hacer "la cirnarra" 

o escaparse del colegio, infringir "toques de 

queda", consumo dc alcohol o tabaco) cnmo 

ciertos estados o condiciones indeseables (ser 

"indisciplinado", estar "fuera del control 

parental", ser "rebelde", estar "en necesidad de 

supervisión", etc.) (Gardncr, 212 y SS.). 

Pero más aún, CI cnfoquc dc la ideología 

tutelar sc rxprcsa porque en ambos casos la 

jurisdicción de menorcs norteamericana cn 

numerosos estados basa su acción en la 

pretensión dc ejercer el "patronato estaral" sobre 

los niños "parens patriaeW-, es decir, el 

Estado, a través de la figura del juez, se 

constituyr en una especie de "padre" del niño o 

adolescente, con la finalidad de decidir lo que 

corresponda al "intcrés superior drl niño", pata 

<irientarl<i, cr>rregirlo, rehabilitarlo y educarlo, 

pudiendo imponer las medidas respectivas por 

la fuerza, inclust> aplicando internacibn con 

medidas de seguridad por "status offenses" 

(Gardncr, 11-12, 199, 328). El ideal de la 

rchabilitacibn (prvmovido "cn el interés 

superior del niño") justifica una amplia 

intervención coactiva rn la vida de niños y 
adolescentrs "contlictivos". 

Finalmcnte, el hecho dc que varias legis- 

laciones estaduales no contemplen un limite 

de edad mínimo para la intervención del 

tribunal juvenil frente a delitos "status offen- 

scs" se debe a que "perciben la justicia juvenil 

como una lcy de protección civil alternativa al 

sistema penal", razón por la que niegan la 

"excepción de infancia" (minoria dc edad, como 

causal de ininiputabilidad) rn procedimientos 

juveniles (Ckrdner, 204). 

Como se verá, en el dcbate actual en Ivs 

Estados Unidos no queda oculto que en este 

modelo se esconde un buen contrnido de 

punición, bajo los propósitos de favorecer el 

bienestar y la rehabilitación del niño. Con 

todo, lama la atención que efectivamente, en 

algunas propuestds norteamericanas recientes 

(aunquc aparentrmrntc aisladas), se deposita 

un elevado &cado de confianza en la capacidad 

del sistema judicial y de la reaccibn judicial- 

punitiva al dclito para satisfacer nccrsidades 

sociales de los niños sornctidos a ella dc un 



mr>dr> que i m p ~ c t r  cn sus posibilicladcs futuras 

de intcgracibn st>cial. Así, por ejemplc,. n partir 

de un pri>yccro pilc~to d r  hunianizaci<)n de un 

centri, de drtrrici<in juvriiil cn Nucva Ywk, 

consistente cn apri>vcchar rl hrcvc ticmpo dc 

permanencia dc los adolcsccntes cn 61, para 

ofrecerles un programa global de :itcnción 

méclics, dental y dr  salucl niental, sc llcgn o 

concehir la dctcncinn ramhitn como "una 

oportunidad para identificar y trahalar sobre 

severos p r i~b lcmas  dc  lprendizajc d r  los 

adolescentes dclincurnrcs". concluyciid<i qur 

"el us,> raional,lc dcl r<>nfinarnicnro <Ir. 

seguridad pcrmitc rcdirigir 10s rccursos dc las 

agencias para aumcntar rl nivel dc  asistencia n 

un gran númen, <Ir ad,>lisccntrs" (Krishcrg/ 

Austin, 178-170). 

También sc pucdc ohscri-ar cn cl dcharc 

nnrtcamericani, propucst:is quc pretendcn 

rescatar la finalidad "redentora" tradicional dcl 

m<ivirnicnto pi,r 10s trih~inalcs de mcnorrs (dr 

Iris “salvadores <Icl n iñ i r ,  cfr. I'latt, pissim) 

pcro  intentando rcsgi i~rr lar  las garantías 

proccsalcs dc Ikis ad<ilcsccntcs (cs cl caso dc 

Krishcrg/Austin, 181 1 8 7 ) .  

'l'ai~ipi>cr> faltari pr<,plicstas sinitlarcs en cl 

rccicntc debatr pr r l rg~s l~ t iv r i  español, dr>ndc 

se ha p<istuladi, 11 dictaciiin de una "l,ey dc 

Justicia Juvenil" (rii IiiKar <Ic una "1.c~ Penal 

Juvenil') quc cstalilczca "t i t i  sistcnia rspecitÍco 

para li,s menorcs cuyos ohjctivos fucscn entrr 

otros: la húsqrir<ll <Ic sisrcrii;~~ compensat<,ri<>s 

dc  la viilncral>ili<l:rd dc Ihis nicni,rcs Iiasados 

en complcmrntaricdad y ;>poyo a Ir,s procesos 

de s<icializaciliri dc los nilsmos, asi como ile 

alternativas l>v~irccciii~r;is ili. la itiirgrnci<iti 

social", todo cll<i dcntro dc un tribunal civil, 

en un procrdiniicnt<, ni,-pctinl, que ranil,ién 

aucnd:i a I i ~ s  intcrrics dc la victirna (Ri<is lr lar~ 

tín, 13X~33<1). Sc rr~raría <Ir rioa justicia que 

apunrasc al "c<luilihrio de dcsi~maldadcs y rcsta- 

ñamicntr, de asiniclrias prrsi>nalrs". 1% csir 

tipo dc <Irrrch<i, i c  sosucnc, "n<i es inip<,sihlc 

cliseñar ian clcnc<i <Ic mcdi<las corrrctilrss que, 

cn su ilcfinición Iigislatira y cn su cjccuciún 

prkrica, no  cijmporten p a n  los mcnc>rrs de 

diccisCis años. ni privacii~ncs de derrch<,s que 

purdati ititcrprctarsr cimii, ilrifryoi, nini>mzl,er, 

rri urt@,~~~.i', aplicanclo csas nicdidas cn todo 

caso o,n rcspeti, dc las garmtias constitucionalrs 

(\'¡ves :\ntbn, 104). 

4. Criticas a la justicia juvenil 
rnaxirnalista, particularmente a 
sus pretensiones 'ceducativas". 

1in 1,)s Iista<l<,s Ilni<li,s, sin eml>arKi>, ya 

dcsdc liacc aiios i c  ha  dcsarr<,llado una critica 

a la asijinación <Ic funciones asistcncialrs a la 

justicia juvcnil, que histnricamente sirvi<; dc 

pictcxt<> para rclnjar las g:ir:inúas ofrccidas a 

Iins tiiii<is a<l<,lcsccntcs ( ( 1  ricgarlas ci,tiiple- 

tnmcntc) frcntc a In intcmcncl<in judic~al surgida 

a pr<ipÍ>sitr> de 1s c<>misi<iii <Ic dt.lit<>s de 

"stat~is i,ffcnses". 

Asi, c n  una  f;inir>sa scntcncia (hcnt  vs. 

United Statrs) . la (:<~rtc Suprrma dc listadi>s 

L:nidi,s, jiinti, c<,n afirmar quc rl ejercici<, dc la 

autoriilail dc la "parcns pairiac" "no cs una  

invitaci0n a la arhitrarlcdad pri>ccsal", cxprcsó 

s u  esccpticismii >r>hrc I;i capacidad de los 

tribiinalvs ~iivcnil~.s para <Ics:arri>llar s u  niisinn 



exitosamentr, pues "existe mucha evidencia de 

que algunos tribunales juveniles, incluyendo al 

del distrito de Columbia, carecen del personal, 

las instaiaciones y las tccnicas para dcscmpeñarsc 

adecuadamente como representantes del estado 

con capacidad de "parens patriae", al menos 

respecto de los niños imputados por una 

infracción de ley". Existe evidencia, de hecho, 

de que puede haber raiones para tcmer que el 

niño recibe lo peor de dos mundos: que ni 

recibe la protección jurídica rectinocida a los 

adultos ni la solícita asistcncia y tratamiento 

regenerativo postulado para los niños" (en 

Gardner, 186.1 88). 

En un fallo de la corte estadualde Washing- 

ton (State ex rel. D.H.H. vs. Dostert) se afirma 

la contradicción existente entre la asistencia a 

los niños y su control, o entre tratamirnto y 

control, de modo que "mucho de nuestra actual 

ley juvenil se prrdica en base a un sano 

rscrpticismo acerca de la capacidad del estado y 

de sus agentes de ayudar a los niños cuando 

están encarcelados en uno d r  los centros de 

detención juvenil. Así, cl control delos menores 

y el tratamiento de mrnores (si la expresión 

puede ser empleada sin conjurar imágenes 

kafkianas) son frecuentementr objetivos 

irreconciliables" (en Gardner, 302, nota 37). 

Por su parte, la competencia para intervenir 

judicialmente, en  los Estados Unidos, con 

medidas coactivas, respecto dc las "status 

offenscs" está siendo seriamente cuestionada, 

po r  problemas de  constitucionalidad 

(Gardner, 214). 

4.1. Inglaterra. 

En la literatura británica también hay 

intlicios de un debate sobre el tema, que parte 

en cualquier casi) dc una cnticnalos modelos de 

tratamicnto de la dclincuencia infanto-juvenil 

basadns cn la pura lógica del bienestar, en los 

que la opinión publica, no ya sólo británica sino 

europea en general-se@n lo sostiene un reporte 

<le1 Consejo de Europa de 1987-, ha ido 

perdiendo la fc (r\llcn, 69). 

Estos modclc>s, se sostiene, en primer 

lugar son injustos para los jóvenes, pues están 

desprovist<~s de las garantías para sus derechos, 

pese a que niuchas intervenciones rfectuadas 

"en el interes superior dcl niño" purden ser 

experimentadas por cl niño como auténticas 

penas. Un sistema (dc justicia) que sc funda 

enteramente rn el objetivo de responder a las 

nccesidadcs dcl niño más que a acciones 

especificas, sicmpre trae consigo el peligro dc 

intervenciones rxcesivas y drsproporcionadas. 

Así, hasta 1989, los tribunales criminales 

ingleses tuvieron la potestad de imponer 

medidas dc asistencia indeterminadas a niños 

que, habiendo sido condenados por delito, no 

estaban recibiendo asistencia apropiada. I.as 

potestades de los padres pasaban así a trabaja- 

dores socialcs del órgano local, quienes dispo- 

nían de amplia discrrsionalidad, pudiendo 

incluso (hasta 1983) internar al niño en centros 

con medidas de seguridad, sin autorización 

judicial. Dcsdc 1989, las órdenes dc asistencia 

puedrn ser dictadas sólo cn procedimientos 

civiles, cs decir, cn una jurisdicción separada de 

aquélla que conoccdc los delitos cometidos por 

niños y adolcsccntcs, sin perjuicio dc que, como 



sc vcrá, dicha jurisdicc~¿>n civil se apiiyc cn un 

sistema administrativo I<ic;il de asistcticia qiir 

intrrviene en ti><lr>s 10s ca\< is  quc mi rcquirrcn 

ncccsanamcnte clc autotiznc~<in judicial. (Allcn. 

69~70) 

E n  segundc lugar. CI ilrsempcño de la 

justicia juvenil \>ajo rl niiiclclo drl Liicncstar cs 

criticadr> en cl niedii> británico, pix s u  incri- 

cacia para alcan-rar sus oh i r t i~os ,  ad <-<>m<> p<>r 

su cr>str> compnratisamcntc alto. 1.2s intcrvcn~ 

cicincs judiciales dirigidas al birncstat han 

ad<>pta<li> frecuctitrmcntc I;i f i rma ilc r i i l<>ca~ 

cioncs institucir>nalcs, que, por lo demás. 

arrojan altas tasas de rcincidcncia y futuras 

encatcelacioncs de sus clientes. (Allcn, 70). 

Iinalmentc, sc Ic critic;i a cstc m<idclo su 

incapacidad para atendcr a I<is intcricrs dc la 

víctima y de la ci>muni<lad, afecra<los por la 

c<imisii>n de delit<is, dado que se cr>l<ica como 

única considrracii)n el "ii~tcrCs siipctiui dcl 

niñti", sin pirji i!ri<> ,Ir que c l l ñ  pcrmitc 

igualmente intr<imisioncs percibidas por cl 

niño como penas (ibidem). 

4.2. España. 

Por lo quc respccta a I:spaña, las propuestas 

deun  sistcma<Ir ji~stiriaIiasa~lr~cxrli~sivamcntr 

r n  la (re)educaci<in del adolescente infractor no 

han si<li> capacrs <Ic influir serianirnte en  cl 

debacc prc~lcglslativo. (:uan<l<> ellas sc Iiasan cn 

la suposicibn dc que hasta :ili<ira "durante más 

de mcdio siglo hrrni,s p<><li<lo vivir sin aplicar 

pcnas a Ins mcniircs de <ItccisCis años" (Vtvcs 

Ant<in, 104), sc Ics ha c<intcsrado, en primer 

lugar, que las mcclidas rducarivas y crrrccturas 

pucdcn llcgar a scr (y h;in si<l<i, ha,<, la I.cy 'Ic 

Tribunales Tutckrrcs de hlcnotrs) r:in diiras 

como las pcnas, pero sin ninguna garantía y, 
cn srgiindi> lugar, que si rcalmentc sc está 

dispucsrii a renunciar a la rrspons;il>ilidad 

pen:il p;in privilcpiar una rrspucsta c<lucauva 

"la respuesta cieiic ser  t :sri .~si\ '4~Iii ' ;Tr 

cducaiiva n i )  nic<lidas correctoras, c<im» 

apuntan la rnayi,ría <le aiitr,rcs que dcricnden 

iin sistrma n c  p r n a l ,  >- ni> xro  por iluc dcbc 

aplicirsclcs a travCs de un sistema judicial" 

(GirnCncz-Salinas, 1993, (>M), prtu aclniitlrn- 

< I r >  al tiiisni<, ticnilio que, p c x  aquc cllii rcria la 

rncjor pi>litica criminal, la sixiedad y los p o ~  

d c r o  púhlict>s cspañ<iles ni> están dispues- 

tos  a rcnunciar a toda sanciGn para los 

adi>lcs<:cntes, y <Ic hccho lh>s dcfcns<,rcs de un 

<Icrcchr> rr>rrcrrii>n~l nr,-pcnal para menr>rcs no 

han renunciado tampoci, n la pena (ihid., 63% 

639). :aunque sí a 13s garantías, podríamos 

a p c g r .  

A<lcniis, el <Icliatc csp;iii<il tamhitn sc I>asa 

en una crítica a la historica confusii>n y mczcla 

en rl tratamirnti, clc Ius actos delictivos y de 

las s i tuacionrs  de nrccsidgd d c  niños y 

adr>lcscctitcs, tal c < m o  lo ciintcmplalia la 1 .e~  

de 'I'ril>iinalcs l'iitrlares dc Xlcnnres, hasta la 

dfcsda  de  los ochenta. con  mcdidas dc 

protecciim que oculiaban una rcalidad pu: 

nitiva. hle<liantc csas nicdidas, sc afirma, 

CI ~ U C I  conrribuki "1 cnmascnrar los prohlcmas 

de tipi, rcon<jmic<, y sr>ci:il. camufl;~nrli> las 

contrad~ccioncs <Ir tina s<>cic<lad ~Icsip~ial c 

injusta y satisfaciendo al mismo ticmpn la 

buena cimciencia que  rcclama rl cucrpri 

social" ((:antarrrii. 13). 



4.3. Alemania 
E n  el caso de Alemania, en la presrnte 

década el debate parece abrirse hacia una 

comprensión creciente de la ineptitud del 

sistema de justicia juvenil para satisfacer las 

necesidades y superar las dificultades de los 

jóvenes, que puedan estar asticiadas a la 

delincuencia juvenil. Ello viene a romper con 

una larga tradición que define al Derecho Penal 

juvenil como un derecho educativo. 

En otro lugar he dncumrntado parte de 

la discusión alemana sobre la finalidad 

educativa en el Derecho Penal juved (Couso 

1998,78 y SS.), particularmente las críticas de 

Peter-Alexis Albrecht al engañoso empleo de 

la noción "educación" rn el contexto del 

derecho penal juvenil (ibid., 89). Albrecht 

sostiene quc la idea de educación, en el 

derecho penal juvrnil alemán, no tiene nada 

que ver con un concepto de educación propio 

de la pedagogía (Albrecht, 1992,62-63). 

1.a "educación" que el sistcma de justicia 

penal-juvenil (alemán) es capaz de propor- 

cionar adquiere un carácter fundamentalmente 

de irrogaci6n dc mal (y nu dc ayuda), con fines 

prevenuvo-especiales: i) ya sea inumidando al 

delincuente, con lo que en realidad n<i se 

ofrece educación en lugar de  castigo 

retributivo, sino a través de él, contando con 

un supuesto «efecto educativo de  la 

retribución», o; ii) ya intentando modificar 

(coercitivamente) el comportamiento del 

delincuente para que no vuelva a delinquir en 

el futuro. Además, es una "educación" que va 

unida a un desmantelamirnto de las garantías 

procesales pues rs entendida predominantr- 

mente como fundamento de la intervención 

prnal-juvenil y no como limite. (hlbrccht, 

1992, 63-64 y 69) 

Mientras que cn la pedagogía y la 

psicología, en cambio, sostiene Albrecht, la 

educación es un proceso complejo que aspira 

del ediicando un desarroiio de  personalidad. 

1.a educación en este sentido complejo exige 

autonomía y participaci6n, y una plena 

consideración de la subjetividad del educando. 

También es necesario contar con posibilidades 

de socialización adecuadas, es decir, circuns- 

tancias vitales que pcrmitan un desarrollo de 

la personalidad. I .a disposición y distribución 

de tales posibilidades de desarrollo concluye 

Albreht- es una t a r a  propia de la politica social 

del Iistado, n<i la tarea del dcrecho penal y la 

justicia. Micntras que «el objetivo rxclusivo 

constitucional sostenible del derecho penal (de 

menores) es la dirección parcial del compor- 

tamiento, en el sentido de la exigencia de un 

comportamirntii legal. Desde la perspectiva 

científico social rsto último no cs "educación" 

(socialización), sino exclusivamente ccintrol 
social> (Albrccht, 1990, 108-109). 

4.4. Chile. 

E n  el contrxto chileno es agudala critica al 

maximalismi> elevada recirntemcnte por Riego 

(123-127), quc se rcficrc al efecto mistificante y 

legitimantc de la represión, operado por los 

discursos maximalistas, no sólo en la esfera de 

la justicia (lo que ya ha sido planteado) sino 

también del órgano administrativo que ticnc cl 

encargo legal r institucionaldr dar protección a 

los niños, prro que se ubica en un contexto en 



el quc confluyrn intrrcscs polític<i~cstaiales de 

diversa indolc, taml>ii.n iIc rcprrsifin y c<>nrrol 

dcl ~Iclito, cicnamentr. 

l in esc ci,ntcxt<>, scgún rl autor,  10s 

discursos rnaximalist:~~, al sci incapaces ilc 

rcct>n<icer que las iiistttucii~ncs cn  que sc 

concretan rcrpondcn tamhic'n a intcrcsrs dc 

seguridad púhlica y sc vcn influidos por cl 

temor a la crimina1id:id y a 12 sola existencia 

de un conjunto de niños y adiilcscrntcs qiir 

están, uencn el rirsg<, sjcmprc <Ir rrlajar las 

garanrias. l'ucs s0lo cl rvci>oocirri~cnti> <Ic csa 

dimensión rcprcsira pcrmltc que opcrcn 

eficicntemcnle los limitrs garantistas :i la 

reprrsión ~s ta ta l .  

l:iiera <le cllr>, 10s <Iisciirsi>s niaximalisr;is, 

vinculados ndcmis con inrcrcscs c<irporatiws 

d e  los operad<,rcs  di.1 sistrnia. taml>l in  

dificriltan la p<tsibiliil:ail <Ic scnrrictcr a r s i > s  

opcradorcs al cscriitinir> púl>lico o a u n a  

discusión púl>lica, piics scin <liscursos que 

conducen a la falacia n<irmativista d r  creer que 

la sola pri>clnrnaciiin dr los principii>s 

maximalistas q u c  t i < >  son niás quc  iiiia 

aspiracibn- Ii,s con\,irrtr c n  una rcali<la<l, qiic 

pcrmitc justificar una cicrta institución una 

cierta actitud dc  Iits < > p r r a i l ~ ~ r r s .  quicnrs  

proclaman ilc sí niisnir>s, c<>ni<i algo qiic cs 

intrínseco a su  papel, cl hechri <Ic que t r a l ~ ~ j a n  

p o r  la realizaci<in iIc r s a s  :isl>iraci<,ncs 

maxirnalistas O>i,r rjempl<,, la pr<>tcccii>n dc 10s 

niitos), cosa qilc pi>r I h ,  nicnrts srria digna <le 

ser discutida (Ricgci, 124 125). 

I'or úItinir>, y m i s  allá <Ic la jusricil 

propiamente ral, cl pr<il>lcma di. I<,s dlsciirsi,~ 

maximalistas cs que sc Ixisan cn una idea quc 

n<i encuentra justificncinn h~stririca. de que el 

Iktado es rapaz dc realizar t idas  rsns a s p i ~  

raci<ines quc cl maxinialism<, le eotiitiiicnda. 

lis decir. i>peran si>l,rc la I>asc iIc "tia itnagcn 

prestigiosa <Icl lista<li,, quc rontraita con la 

Iiriitalidad y torpcza que este demuestra hasta 

cn materias tan elrrncntaliirs c,,nii> el rcspctc de 

I<>s dcrcchcw humanos (Ricx<i, 128). 1.a tCcn~ca 

garantista del minimalismti parte, cn csc 

srritidn,<Ic una imagcn más ciacta dc In rluc es 

cl listado. 

5. Poiítica administrativa de 
oferta de atención y justicia 
minimalista. 

CI fracaso hisri>nco de I<>s rxrodrkm tuiclarrs 

Y n,axifnaltstas <le j~isricia jiivrnil, al mcnrls cn 

niicstro ci>ntinente, hice dificil negar que cl 

propúsito dc ayudar :i la integración sc>ci:il d r  

:i<l<>lcscrnics en cotifl~cti> ci,n el sistr~na dc 

j~isticia dr nicnorcs, rccluta<l<is comii clicntes 

<Icl mismo, qiie adctiiis prcscntan (ci,nio cs el 

<-as<> rn  /\minca lanna) serias dificdtadcs socio- 

rci>niimicas. familiarcs. y quc  ya son víctimas 

'Ic rrpolsi<in del sistcma rsc<ilar (una iIr las 

~nstitiicii>nrs I>istcas pAra la intr~raci<in social), 

y <Ic la estigmatiiaciiiri y reprcsiiin por partc dc 

1,)s o r g a n ~ s  p<,I!c~:tlis y, a acccs, drl pr<,pii> 

vrcindarii,, cs un priip<isiti, que exccilc las 

postbilidarlrs dc  la a<lrninistraciOn dc  justicia. 

1:n o t r a  <iportunl<lad h e  analiza<l<i las 

ci>ndicii>nrs de uri trabajo soti.ntic;inicntr 

c<liicati\-i, c integr~ili,r c< in  a<lolcscrntcs en 

il~ficultadcr, concliiycndii que ese tipo dc 

t r a l ~ a i o  dcliirra s r r  <Irsarr i>l lado cri u n  



contexto alejado de las agcncias de control 

penal? 

Para ello, es necesario reducir al mínimo 

posible la intervención de rstas agencias 

(policía, fiscalía, justicia penal d r  adolescentes), 

abriendo puentes para que los adolescentes 

salgan de ese circuito y en cambio reciban apoyo 

de servicios localcs de infancia comprometidos 

en apoyarlos para la superación de sus difi- 

cultades y la crcación de espacios y oportu- 

nidades de desarrollo. A este respecto es de 

especial interés observar la tendencia que se 

aprecia en rl debate político-criminal alemán 

desde comienios de la década de los noventa 

5.1 Las propuestas d e  laAso8afión 

Alemana d e  Tribunales Juveniles y 
Asistentes d e  la Judicatura Juvenil. 

A partir de las rrformas legales introducidas 

en Alemania en 1990, paralelamente tanto en la 

1,ey Judicial Juvenil (que regula la imposición 

judicial de  medidas y penas juveniles a 

adolescentes responsables d r  un delito) como 

en la Iegislaciiin de bienestar de infancia y 

juventud (sustituida por una nueva ley), las 

criticas de Albrecht y otros autores comienzan a 

encontrar eco en sectores de la propia adminis- 

tración de justicia. <:omicnza a entenderse, tal 

como lo propone la nueva I.ey de Asistencia a 

la Infancia y Juventud (de 1990) que la actividad 

estatal frente a los adolescentes que rstán en 

situaciones sociales, familiares o personales 

contlictivas, pero que no son acusados por un 

delito, debe consisur en una ofrrta de atención, 

' <:r>uso 1999, pp. 28 y SS. y cn Cuuso 1998. pp. 86 y SS 

que rn principio puede aceptarse o rechazarse 

libremente. Sin embargo, también en el ámbito 

de la justicia penal juvenil, se mantienen y 

refuerzan, junto a la penas juveniles y los mcdios 

disciplinarios, las "medidas educativas" 

tradici<inales de la ley, y se incluye además, como 

una novedad, la obligación del ad<ilescentr 

(responsable dc un delito) de "demandar 

asistencia educativa", es decir, la obligación del 

adolescentr dr solicitar ser bcncficiado con una 

medida de la I.cy dr Asistencia a la Infancia y 

Juventud, que se denomina "asistencia edu- 

cativa", y que, paradnjicamcnte, esm ley entiende 

ahora como una "oferta" que el adolescente 

puede accptar o rechazar (criticamente, Schüler- 

Springorum, 5). 

En el caso dc las medidas educativas, 

especialmcntc de las que parecen tener un 

propósito (birointencionado) de auténtica 

ayuda al adolcscrntc (como la obligación de 

sometcrsc a la orientación de un adulto o de 

participar en cursos dc cnuenamiento social), la 

contradicción llega al extrcmo si se considera 

que rl incumplimiento de cualquitra de ellas 

pucdc scr castigado con ~>rivación dc librrtad 

por hasta cuatro semanas. 

Haciendo eco de las críticas, en 1992 la 

<:omisión de "Derecho criminal Juvenil" d r  la 

Asociación Alemana dc.l'ribunales Juveniles y 

de Asistentes de la Judicatura Juvenil, bajo la 

presidencia del prestigioso criminólogo Horst 

Schülcr-Springorum, efectuó unas recomen- 

daciones bastante cnmplctas para la dictación 

de una nueva Ley Judicial Juvcnil. 

E n  ella se sientan las bases de un derecho 

penal mínimo dc adolrsccntcs, que junto con 



reducir radicalmctitc la aplicaciiin de la privacilin 

de lil>cria<l, en f;~vor <Ic unas pixas mcilidas 

sanci<>natonas (ni, rdiicauvas) n<> privativas dc 

libertad. renuncic asimisrni, a la aplicaci<in 

judicial y coactivi (aniparada por la Espa<larle 

Damoclcs dcl "arrcsti> por dcsi>\>cdiencia'~ dc 

mcdidas cducativas. cn el cntcndido quc cllo 

desnatural iza  s u  caráctcr  de "ofer ta  d r  

asistencia". I.as nicdidas cclucativas. e n  

adelante, dchciian ci,nfr~mrarsc ci>mo una i,krta 

d e  la Asistencia Juveni l  (<irganismi> 

administrativo) <Ic acucrdii con Is inspiraciiin 

d e  la nucva I.ey <Ic Asistencia a la Infancia y 

Juvcntiid (Schülcr~Spring<,runi, 8, y 1>VJJ~ 

Kommission, 27 y SS.) 

l in la bascdc csta propuesta sc encuentra la 

intuici0n (avalada por los operadores si>cialrs 

de la jristicia jiivrnil alrni;itia) de q t ~ c  "la 

disponil>ilida<l d r  i i t i  a<lr>lcscrtitr para c<ii,pcrar 

con los p c d a g o ~ i s  socialcs cn cl ámbitri rlc la 

Asistencia Juvenil. dcpcnde fundamentalmcntc 

dc  quc s r  rcquicr;, al propio ;i<l<ilrsccntc t ina  

dccisibn accrcadc si quicrc pcclir < >  accptar ayiids, 

y con qué  contcnido y duracirin" ( I IVJJ~  

Kommission, 30). I'or otra p r i c  "se drbe partix 

de la base que la c:ilidad d r  la ~\sistcnciaJua~iiil 

es influcncinda p<>sitivaminti. si, r n  vista.; a 

conseguir la dispr>sición clcl adnlcsccntc a 

cooperar, ella dcbc trabajar cn hase, ni) de la 

coactivl<lad prr>pi>rcii,na<la pi,r I;i jusucia, sini> 

dcl atractivo <Ic si) i,fcrta" (ihi<lcm). Pi>r cllo, 

aún cuando la ninil<-~i& rdr<r<h!ri sc dcsarrr>llc cn 

penal juvenil, "sc <Icliirra rcalixar s<,brc la lrasc 

de un acuerdo cntrc cl ndoicsccntc yc l  cncarp<Io 

de la i\sistrnci:iJiivi~riil" (ihiilcni). 

Asi  la vrr<iarlcra crlucación y la ayuda al 

a<\<,l<scentr infnctr,r p l r a  la supcraciÍm dc sus  

dificultades, sc dcscmheraznrí% de la inc<irnoda 

y <listorsionuntr coniliañía de los medios 

coactivns pri,pi>rcionadiis por la jusricia pcnal 

juvrnil, quc  shln dchicra oircccr las n p o r ~  

tunidades para suspcndcr el proccdimiento 

prlvilrgiand<i cl trabajo iIc la ,\sistenciaJuvcniI. 

ahí donde sc produjo un acucrdo lilirc cntrc 

rl a<lolcsccntr y los cnrargadns <Ic p r i>por~  

cinnarla. Ello no  implicaría, cn todrl caso. una 

eliminación dc la idea <Ic cducaciiin en las 

nic<l~das y Ipcnas del dcr icho penal luvenil, 

[>cm> sí sc rccluciría su  misibn, a configurar la 

cjccnci<in dc Iss pcnas y mrdidas suhsistcntcs 

dc acuerdo con C I  objetivo de intentar que los 

ail<iliscentrs :I los qu r  s r  iriiponrn, cn el futuro 

TI<> cilmetan ni is  dclitins (con csi ,  ya sc 

satisface rl lin pcnal <I i .  la prcvrnrilin-es- 

pccial, siendo un cxccso cualquier prctcnsión 

rriaxirnalista dcl tipo "integrar al adolcscrnte a 

l a  s<>ricdad"), 1 , )  qur c n  todo caso, cicrta- 

nirritc ya ni> wria consiilcra<lo el único fin dc 

las pcnas  y medidas  juveniles (IIVJJ 

Konimissiun, 27). 

5.2 1.a conciliación-reparación entre 

delincuente y víctima. 

I!n aspcctn fundamental del debatc en los 

añrw novrrita, qiir pucdc ser perfcctanientr 

ci,mpatiblc c<iti una pcrspcctiva minimal~sta, 

cs la crecicntc dcmanda <Ir a s i p a r  a la conci- 

l i~ci¿~n vicunia~drlincucnrc y a la eventual repa- 

raciiin, por  par tc  dc  (.sir, dc Ii>s claiins y 

pcrjulcins causailos a la prlmcra, un papcl ccn- 

tral <lrntro dcl sistema cIc ccmsrcucncias j u 6  



dicas o de salidas alternativas al procedimien- 

to4. 

Esta medida plantea, según sus impulsores, 

una serie de ventajas frente a las respuestas 

punitivas tradicionales, particularmcntc en el 

ámbito de la delincuencia de adulrscintrs 

(Giménez-Salinas, 1992,30; Sancha Mata, 81- 

85, Allen, 76-77). Se trata dc una forma de 

pacificar el conficto, reparando las relaciones 

sociales deterioradas por el delito. 

Desde el punto de vista de las víctimas, se 

trataría de una forma mucho más concreta y 
apegada a la realidad, de considerar su posición 

y sus nccesidadcs, no sólo dc una reparación 

directa del daño material, sino también de 

superar la fmswación que naturalmente provoca 

ser víctima de un delito, a través de la posibilidad 

de hablarle al adolescente infractix sobre cllo, 

obteniendo unas disculpas del mismo e, incluso 

a veces, comprobando su arrepentimiento 

(aunque un arrepentimiento en sentido moral 

no sea necesario, cfr. Gimknri-Salinas, 1992, 

36);  en palabras de Allen (81): "el perdón no es 

algn que lavíctima hace en beneficio del agresor. 

Es el procrso d r  la vicuma salicndc dc la rabia y 

el dolor de la injusticia de modo que él o ella 

puede recomenzar a vivir liberado del poder de 

la agresión criminal". Fuera de ello, también 

parece ser una respuesta más adecuada a la 

necesidad de la víctima de superar inc lus~e ,  

en casos de delitos de mayor importancia, el 

temor que le despertó el desconocido 

' Véasc cn cl anexo CI rcsumcn de las cnucvistas a dos 
dc pr<>gramas dc cociciliacii>ti~rcp*raciiii 

que aplican la mcdida cn Harcrl<>na y Madrtd. 

delincuente, que luego en h mesa de condiación 

resulta ser sólo un muchacho, algo dcsarrnado 

frente al facilitador y la propia víctima, y cuya 

"temibilidad" muchas veces va desapareciendo 

al escuchar sus explicacinncs y comprender su 

contexto y sus condicionamientos familiares y 

stidales. I le  hecho, en la experiencia comparada 

hay prcigramas en los que un pocrntaje muy 

mayoritario de las víctimas invitadas a iniciar 

un proceso de c<inciliación acepta la invitación, 

y se manifiesta conforme (y dispuesta a volver 

a hacerlo si otra vez fuese víctima de un delito 

similar) con los rrsultados (Sancha Mata, 83). 

L3esdc cl punto de vista del adolrscente 

infractor, la mcdida, aunque en ciertos casos 

requiere un esfuerzo emoci<inal y práctico 

importante, rvita intervenciones punitivas más 

severas, y permite resolver un conficto que en 

ciertos casos pucde vnlvcrsc contra el propio 

adolescente infractor (2 veces los roles agresor- 

víctima, mirados en el contexto de una relación 

cunficuva, particularrnentc rntrr adolescentes, 

son dinámici>s y cambiantes, <Ir modo qur 

pueden invcrtirsc). Fucra de eUo, se suele asignar 

una eficacia prrvenuvu-especial n la medida, 

pamcularmentc porquc la cnnfrontación directa 

del adolescente con su delito, con el daño que 

provocó, no sólo de un modo cognitivo, sino 

añadiendo las emociones de la víctima, 

mediadas por los diálogos bilaterales facilitador- 

agresor que tienden a crear conciencia del derecho 

ajeno y de la negauvidad del daño sufrido, 

reduce las posibilidades del desarrollo de las 

"técnicas dc neutralización" (racionalizacioncs 

tendientes a justificar la propia conducta 

delictual, minimizand~i el delito o descahficandr~ 



a la víctima), habitualrs rlitrc adi~lcsrrtitcs 

infractnres, particularmcnrc r n  cl scno rlc la 

pandilla ( sobre  c i t a  vcntaja, D V J J ~ K r , ~  

mmission, 28). 

Para la c<>nii~nidail, l;i ciiticiliaci<in iicnc la 

gran ventaja ilc rcprrscntar un cqiii\.nlentc 

funcional a 1s pcna, pcro mucho mcnos 

costoso y sin sus cfccriis c<>ntraproduccntcs. 

5.3 ;No intervención de la justicia? 

1.a ci>mprensiiin <lc L I ~ I C  la ~ C S P U C S ~ X  m i s  

apropiada a los conflicr<is isnciadi>s a la 

delincuencia j u v r d  registrada por el sisrcma 

dr justicia pasa por iurra <Ir la prcipia justicia, 

podria  llcvar a planrcar la nccrsida<l de 

prescindir ct,mplctanirntc d c  la justicia, 

concentrando ti>das las cncrk' 'lis v , TCCUTSOS cn 

una politica administratii.:~ ilc apoyo v<iliinr:irio 

a los niños 1. a~lt>lcsccntcs cii iiificulta<lcs. 

En rcalidad esta cs una i,pctón qiic, cn cl 

plano d e  la uti>pía siemprc sc encuentra cn cl 

horizonte. 

Giméncz~Salinas, ri~niando una sistcnia~ 

tizaciWn dc Jungcr-l'as, al caracterizar I<>s 

diversr>s moiiclos <Ir t ra tamiento rlr la 

delincuencia iui,enil, incluyc. junto 11 modclo 

de protccr~<in (cl de la "i<lcr,l<,gia tutrlar") y el 

modelo de rcsponsahilidad (cl de una justicia 

penal juvenil), un  t r rccr  m<ideli>, al quc 

denomina "c<lucatiro". qiic Iialria teni<l<> una 

expresifin histhrica r n  Ilolanda, Hélgica y 

algunos I'aiscs i\i<ir~lici>s cr in  "F.sradi>s dc 

Bienestar" fucrtcs, a partir <Ic los años 611, y que 

sustituye la intrr\-rnciini ~ i c  11 justicia y los 

m é t o d o s  r rp rcs lv< , s  pi>r sol i ic~<,ni .s  

extrajudici;ilcs <irienta<l:is 2 la mcdiaci<in dc 

conflictris y a la rcliiraciiin <Ic 10s niños y 

adolcsccntcs ((;iniCnrzSdinas, l')')Z, 6 12~613). 

t I  intcrnamienr<, en instituci<incs s r  rrducc 

hast:i casi dcsaparcccr,  s r  favorecen l<i> 

pn,granias amhiilai<>rii,s, que ni) trnl>xjan si,l<t 

con rl niño sini, ranil>iCn con s u  familia. I<n 

esta acciiin colal>ora una gran variedad d c  

organismos aslstcncialcs, ~ p o y a r i o s  p o r  

n i~ i rhas  asociaci<>ncs privadas, quicnrs se  

I>as:ln cn que "es cl j<wcn cl qiie pidc la ayuda 

!; por tanto, <:S nccisario s u  ci>nscntimientr>" 

(ihkl., 613). 

I<ste modelo histiirici> sr acerca bastante 

a I:i utopia, pero p;irrcr perniancccr en  i l  

ri,davia una cicrta ~ n i b i ~ ü c d a d ,  rla<li> que cl 

sistema n o  o p r r a  srilirc u n a  shso lura  

dcspcnalizaciiin. y cl juci sigue sicndo la última 

insr:incia, que niantirnr el mismo pr<ipi>sito 

<lc ;itcn<lcr y cul>rir iina scric <Ic ncccsidadcs 

sc,cialrs dcl joven, c< in  motivo dc  la rcacción 

a su <Icliri,. conrirtitnd<,sc dc csc modo, scgín 

C;iminezSalinas. cn un "stipcr asistente social" 

(il>iilcm). 1.2 autora <la cuenta adcrnás de una 

cicrta <Iiliculta<l <Icl i n i i ~ l ~ l o  de edricaciiin, según 

la pcrcrpcifin <Icl púl>lici> curopci,, para clahorar 

los ci>nflictos dcl~ncucncialcs dcl ~di~lcsccnte  dc  

los ochrnta, q u c  "esr:i niuchi, niás priiximo al 

mundo dc los ariultr>s que al de le infancia" 

(ibid., 615). No duda, sin embargo. corno sc 

vi<>, qiic la linra r n  q ~ i c  s r  inspira el m<idelo,clc 

sustituciiin dr la jiisticia punitiva p<,r la autCntica 

cdiicaciiin, reprrscnra rri cl plan<> iklcal, la mejor 

p<ilitica criminal, pero admite que la s<icieda<i 

(cipañi>la) no  cstádispucsta a prcscindlr de toda 

rcspucsta punitiva ( ~ l ~ i d . ,  638) c<,titra los 

jnvcnrs. 



De todos modos, si hacemos caso de lo 

que se dice en este apartado, pareciera que una 

política criminal que reduzca la intervención 

judicial-punitiva al mínimo inevitable (sin 

disfraiarlade "educación"), y que deje el espacio 

más amplio posible a la política administrativa 

de oferta de ayuda a los niños y adolcsccntes 

infractores y sus familias para la superación de 

sus graves dificultades, con metod<il<igías que 

cuenten con su propiavoluntad de cooperar en 

la superación de las mismas, cs la mejor política 

criminal hoy por hoy practicable. 

6 .  Relación entre la justicia penal 
juvenil y las prestaciones sociales 
de oferta de atención, promoción 
y desarrollo para adolescentes 
infractores con graves 
dificultades. 

6.1 Contexto e n  q u e  se d a  la relación. 

Si estuviésemos en un contexto políticri- 

cultural que aceptasc renunciar a la punición, 

en favor de una intervención únicamente 

orientada a ofrecer ayuda al adi>lcsccntc y su 

familia para promover su desarrollo y la 

superación de sus dificultades, no tendría 

sentido plantearse esta relación. Y tampoco 

habna necesidad de planteársela si, renunciando 

aunapolítica social para ayudarles a la superación 

de esas dificultades, únicamente nos confr~r- 

másemos con la acción sancionatoria (o 

"punitivo-tutelar'? de la justicia. 

Las dificultades de esta relación provienen 

de la adopción de un modelo de "srparación 

de vías" que admite tanto la posibilidad de 

una intervención estatal coactiva (decretada 

judicialmente) en respuesta a las infracciones 

penales de cierta gravedad cometidas por 

adolescentes, como la necesidad de una acción 

pública de promoción y desarrollo de los 

derechos d r  niños y adolescentes que estén en 

dificultades, hayan comctido o no una infracción 

penal (Couso, 1990,71 y SS., 90 y SS.). 

En este caso, si se acoge laideade un derecho 

penal minino para adolescentes, que intervenga 

tan sólo cuando es inevitable hacerlo, por 

razones de necesidad preventiva, y de una política 

social de oferta de ayuda que haga todos los 

rsfuerios para colaborar con la superación de 

las dificultades del adolescente y su familia, es 

necesario resolver las relaciones entre ambas vías 

en el extenso terreno en que ellas se cruzan, si se 

tiene en cuenta que la gran mayoría de los dientes 

drl sistema de justicia juvenil son adolescentes 

con ese tipo dc dificultades. 

6.2 Competencia del juez penal-juvenil para 

decidir medidas de  asistencia social. 

En una línea d r  cierta continuidad histórica 

con el derrchi> tradicional de menores, algunass 

legislaciones han entregado, como se havisto, 

al mismo juez que conoce de la infracción penal 

por la qur se acusa al adolrscrntr, la comprtcncia 

para imponcr una medida de protección de las 

que ofrece el sistema de bienestar para Nños y 

adolrscentcs cn dificultadcs. Tal es el caso delas 

medidas de asistencia educativa y de acogida en 

residencias con asesoría educativa, que la I.ey 

Judicial Juvenil UGG) alemana entrega al juez 

(penal) juvenil, pero que son creadas y rrpiadas 

por la I,cy dc Atcnc16n al Niño y a la Juventud 



(KJHG). 1.0 propio vimos que ocurre cn el 

caso dcl listanito del K i ñ ~ >  y cl ,\dolesccntc. dc 

Brasil. 1.a Icaslaciiin I>ritinica. por su pnrtc, 

cstablccia algo similar hasta 1989, pucs 

entrcplia a los tribunalrs pcnalcs, c<impctcntcs 

para conocer dc las infracciones penalrs clc niños 

y adolcsccntes, la faculta<l <le imponcr me<li<las 

de prr>tecci<in ("Carc or<lcrsW). indctcrminadas 

e n  el t irmpo, a niiil>s y n<li,it.scrntrs que ,  

hab iendo  sidi, con<lcnadc,s, n o  cslnl>an 

recibiendo pr<itccciiin i, <-iii<l:rilris adccua<l<>s. 

Esta alternativa adi,lccc dc algunos dc los 

~lcfcctc>s de la jiisucia tutrlar de mcnorcs. 1;s 

cierto, con rodi~, que sc trata en  gcncral d i  

lcgislacioncs quc han supcrxdo 10s defcctos 

más graves de aquélla, pucs cl juez no  ticnc 

c<impetcnria para aplicnr sancii~nrs a a<lc,lcs~ 

centcs no infract<ircs, ilcl>icn<lr> c<,mpri,l>ar 

el delito y la part~cipacirin antcs de Ii?ip<,ricr 

las sanciones; cn cuanrli a las medidas de  pro^ 

tccciún, e n  gcncral, al ser rckwladas cn una Ic$ 

lación difcrcntc ( r>  cn uii c:ipitulo difrrrnte ilcl 

listatutc,, cn el caso dc I3rasil). sc fundan cn la 

lí>yca dc la ayuda y n o  dcl castigo. Sin cnihargo, 

ello no  ocurrc en todos 10s casos. Espccial~ 

mente, cuandi) se cntrcg? al juez penal la facultad 

<le decrrtnr I;i ;irrinda del tiiñ<> cti una rcsi<lrncl;i, 

nos encontramos muchas vcccs converilailrri>s 

internadrn, los mismos quc iinao dris dkcadas 

atrás s e n k  :t 11 j~isucia tiitcl:ir de mrnorcs pnra 

protegcr~c<irrcg!r al " n i r ~ i < > r  sban<linna<l<i- 

drlincucntc" (Garcia Miri<lcz),pues el camliic 

cn la naruralcza dc la nir<ll<la sc hace muy diki l ,  

si clla vicnc rrspaliiada pilr I;i aiiti>ri<la<l <Ic la 

decisión judicial. 

Es pi,sil>lcnicntc cll<i lo que indujin a Ii>s 

rc<lactorcs dcl listatuto a la intcligcntc dccisinn 

d c  cntrcgar al juc7 (penal) rlc infancia y 
adolcsccncia srilo c<>nipctcncia para dccrctar 

medidas dc prorccciiin rirnbu/ulo~i*<, prro n<i 

la mcdida de "abrigo" (aci~gida rcsi<lcncial). 

Iin cl caso alrniin. cstas mcdidas <Ic ayuda, 

<Ic<-rciadas por cl j i i i i .  pcnal juvcn~l, por lo 

menos cn gcneral no vicncn amparadas por  

cl "nrrcsto pcir dcsr>licdicncia" (aunque sien cl 

caso ile la ac<igidz cn otra familia, y de otras 

nirili<las r<luativas c l i l  parágr~fr> I l  clc laJ<;<;). 

pero igualmcntc sufrcn dc la dcsnaturalizaciiin 

q ~ i c  I;i c<,actividad judicid lcs imp<,nc. <:r>n todo. 

si rstas nicclidas van a scr una alicrnativa a las 

penas privativas dc lil>crtad, All>rrchr si>sticnc 

quc ~>uc<lc admirirsr la <,hligaciiin impucsta por 

cl jucz dc asisur s<ili> a la primcra cntrcvista 

(con un trahaiadi>r socid, por cicnipli~). siemprc 

que C I  flitilro dcsami~llo <lc la rclaciiiii se dcjc a la 

lil,rr viduntad ~Icl a<li,lcscentc, insistiendo a 

cc>nitnuaciiin cn qilr cl traliaio sc>cial cxitr>s<> 

con :a<lolcscentcs s<il<i cs posihlc dcsde una 

pi>stci<iri de indrprndcncia d r  la justicia (227, 

<~llarl<l<, a l ' l cwi~ .  

í >Ir<, pr<ihlrma di. la rntrega <le la dccisiiin 

dc la mcdida dc ayiicla al juez penal, como sc  

vio cri In sccción anterior, radica cn la rclauva 

~ n c p ~ i t i i < l  <Ic la jiisticia (c<imci 1,) <Icstacan 

(;uarinr,-(;hczzi/lr,iiphran, 136) paraemplcar 

un  sistcma de claificac~nncs suficientemente 

C O I I I ~ I C ~ I >  ~ < 1 1 r 1 < 1  [>ara p m r r  cn prictica un  

modclo <ic toma dr dccis<ones indivicliiiliiadas 

c<in un nivel dc si>fisticación accptahlc. En un 

srnti<li, parecido sc ha destacado cn nurstrci 

nie<lii, la cnctrnic ~ricpriru<l dcl sistcnia jiidicial 

dc dccisioncs, para haccr frente a pr<>hlcmas ran 



complejos como los que suelen sufrir los niños 

y adolescentes a quienes sus decisiones afectan 

(Riego, 130). Su sujecii>n a pautas relativamente 

rígidas y estandarizadas de respuesta (catálogo 

legal de medidas), su lejanía y drsconocimiento 

de la realidad en la que s r  producen los 

problemas, hacen a la justicia incapaz de asimilar 

la complejidad de los problemas personales y 

sociales de los afectados y de ofrecer una res- 

puesta que responda de la manera más saus- 

factoria posible a la multitud de perspectivas r 

intereses que están en juego (ibíd. 130-131). 

En ese sentido, La decisión del juei de 

favorecer una salida no-penal, dirigida a la 

resolución del conflicto r n  toda su compleji- 

dad, debiera quedarse sólo en eso, sin ir más 

aiiá, y entregando la búsqueda de la solución 

concreta a instancias más preparadas para ello, 

menos rígidas y más cercanas a la realidad en la 

que los problemas se han producido (que es 

donde tiene que llegar la solución). 

6.3 Renuncia a la intervención penal 

juvenil ante l a  acción eficaz de  programas 

d e  atención, promoción y desarrollo del 

adolescente e n  dificultades. 

Ahora bien, si no cs el jucz cl más indicado 

para resolver cómo ofrecer ayuda al adolescente 

para superar sus dificultades, y si la autoridad 

judicial tiende a desnaturalizar la ayuda, cnbran 

interés las propuestas de anticipar la búsqueda 

de saldas no-penales, dirigidas a enfrentar esos 

problemas. 

Pero en este caso se introducen nuevas 

complejidades. La decisión anticipada acerca 

de una salida no-penal, por mucho que el 

sistema político se haga sensible a la necesidad 

de resolver las dificultades de fondo que se 

asocian a la actividad delictual de un adolescente, 

no se basa cxclusivamente en la búsqueda de la 

mejor forma de ayudarle a superar esas 

dificultades. Al evaluarse esa posibilidad, tam- 

bién se tiene en cuenta, y en una medida nada 

despreciable, las exigencias souales de sepidad 

pública, de sanción, de prevención dcl delito. 

En un sistema procesal acusatorio, nor- 

malmente es el representante del Ministerio 

Público el que tiene la facultad de renunciar a la 

acción penal, en favor de una intervención 

administrativa dirigida a la ayuda del adoles- 
crntc (también puede hacerlo por falta de interés 

público en la pcrsecuci0n si se trata de delitos 

de menor entidad, y cuando se ha alcanzado un 

acuerdo reparatorio con la víctima). Tal es el 

caso alemán (parágrafo 45 de la I.ey Judicial 

Juvenil), en el que el fiscal puede, sin auto- 

rización judicial, rrnunciar ala persecución, si el 

adolescente ya cstá cumpliendo una medida 

cducativa, y, pucde además, solicitar al juez, 

como una condición para la rcnuncia de la 

prrsrcucii>n, quc  él imponga al adolescente 

confeso una medida educativa, la obligación de 

intentar un acuerdo reparatorio, o cicrtas cargas 

(del tipo de las "llamadas de atención"), con la 

particularidad de que entonces no será aplicable 

el "arrestri por desobediencia". En el sistema 

alemán (relativizando su carácter acusatorio) lo 

propio puede hacer el jucz juvenil, sobre- 

seyendo definitivamente CI proccdimirnto, 

fuera de la posibilidad de convenir con el fiscal 

la suspensión temporal dcl mismo, por un 

período de hasta seis meses, tras el cual sólo se 



da  p o r  termitiadi> cl pri>cedirnicnto si rl 

a<lolescrntr cuniplc las riic<ll<l:is impurst;is. 

En rrlaci<in a la irnliiisiri<iri iudlcial di. las 

medidas, ci>mo condiciiin <Ir la rcnuncla a la 

persecuci<in. n del sohrcscimicnto dcfinitivr>, 

tienen las desventajas anotadas r n  gcncral, 

respeati de ladcdsiún judici:il, &la f o m l  como 

sr  ofreccrá ayuda al joven: r i ~ d r z  de la rrspucsra 

(que corrcsp<,n<ic a una pauta i, catálr>gi, lcgal 

predeteminado), y desnaturalizacion coactiva dc 

la aluda (aunquc disrninui<la por la dcsapnrici<in 

del a r r r i o  p<,r dcsrilicdicncia). l)atán<l<isr <Ic 

lasuspcnsirin temporal, cl rngrcdicntc ri~activii, 

tcrgiversad<ir dc la oicrta <Ir ayuda, cs mayr>r. 

En definiuisa. cl mrnsajc cs: si la ayu<ln ni) 

funciona, rl listado sr  rcscrva la aitcrriati\,a del 

castigi. 

Por lo quc respecta :i la dccision fiscal i >  

judicial de rrnunciar al pri,crdiniienti,. poriliir 

ya está cn aplicaciiin rin:i nicdida cduc;~tiva, 

parece dar Iilces dc  una  iilrrna dc rcs<,lvcr 

apropiaclamcntc cl prohlcnia. I:n el cas<> <1c la 

Icy vigcntc, a dccir ver<la<l. las rnedi<las ciliica~ 

tivas están configuradas en gcncral c<im<i s:in- 

ciones arnbulatorias (suscrptiblrs d r  aplicnci<iii 

'le "arrcsto pr>r <Irsol>c<licticio" sl  las iIcrrci<i cl 

iuez cn hasc n un iiiicio <Ir ciilpahilidad). pcro 

en la propucsr:, de la DVJJ -Ki>mrnissi<,n (30). 

aplicandi> rl tnisrni> cscjticnia pri,ccs;il, s r  

propone un  rnodclo Intcrcsantc: 

E n  tal casci, se estalilccc q u c  cl orfianlsnio 

rncargarl<> <Ic la ayutl:i (Ir adolescrntcs cn 

dificultarles (la Asistenria~i~vcnil) dclic <iircccr 

asistencia cducani-a a t o < l < i  ~p~i-cn irnputailo por 

iin delito, en 1% medida qiir <Ic esa f<>rm;i sca 

posible primovcr su <Irsarr<,lli> y si tal nsisrrncia 

parece apropiada ticccsaria para <lisi~iinuir cI 

ilc rcinc~ilriiri;i. I:1i tal case, la aslstcncia 

c<liiraitva se sig~ic rjcciitandin plcnamcntc <lc 

acucr<lr, con los princip~os dc la 1 r y  dc Atcnción 

al Niñi>y IaJuventud, csdrcir,comi> unaoferta 

dc :i\-~idn, que el ad<>lcscrntr \.r>liintariamentc 

acrpia i ,  rrchaz& y rn I:i qlic es c a r p  iIcl cncaIgmdi) 

dc la asistencia c<liirativa i n t e n t ~ r  ganar la 

r<>i>pcraclr)n vr>luntaria cicl adnlesccntc cnhase 

al atracayo dc la 3yud:~ i>frecrda. Si el adi,lcsccntc 

accpt2 la a p d a ,  y c<>nsicntc adcniás en ello, el 

eiicarp~<li> de ofrccrrln ci>munlcará cstc acucr<ii> 

al jurj.. I Y  ~ U C A ,  por s ~ i  partc, st>l>rcsccrá dcfi- 

ncrivnmcntc cl prr>crdimlcnto. si la accptacion 

d r  la ayuda hace inncccsaria la imposicii>n dc  

una nicdida por nic<li<, rlc juicio. 

(:<,o cll<>, r n  prinic,r lugar, la rrlaciim ilc 

ai.ud:r s r  dcsarrolln lil>rc dcl cfccto dcsnatura~ 

liz:ad<ir <Ic la coactivi<la<l y la dcrivaci<in fiscal i> 

ju<llcial, 5 r n  srgunilii lugar, en la <IccisiÍ~n del 

lurz <Ic sohrcsccr sc pilcrlc tencr cn cuciita,con 

un ni:iyor n l ~ c l  <Ir sr,fistlcaorin que cl quc la 

justrciz hahitualmcnrc pucdc tencr cn cuenta 

en cstas materias, una scricdc factorcs asr>ciados, 

ni, s<ili~ a la p r o h l c n i ~ t i ~ d  personal, familiar y 

si>ci;tl ilrl acli,lrsciii~c, 51n< i  tanil>il:ii <Ir hctorcs 

rclativ<is a sii supucsrn pcltgrosi<la<l; sr>l>rc codo 

ello discutirá rl rnc;irgatli> dr la asistencia 

ccliicativa con el jur7.. ~nrciitando ci,nvcncerlo. 

asuniicndi, cornpr<inilsr,s y rcsponsahilidadcs. 

ofrccicndo indicios qiic Ic tranquilicen. 

I:in:ilmrnte, rti cl ánibito dr cstas o p o r ~  

tuni<la<lcs pri>ccsalcs para salidas no-pcnalcs, 

adquicrc lntcrcs taml>lCn la crinsidcract<in,comn 

i~in<l:inient<> p:ir:i cl s<>hrcscirnient<, o la 
rcnunria dc accl<>rirs, ni> ya Úriicamrntc <Ic 



relaciones de ayuda en dcsarroilo, sino también 

de procesos conciliatorios en curso. Así, en la 

legislación alemana vigente, para los efectos de 

la posibilidad de renunciar a la acción fiscal o de 

sobreseer el procedimiento, se asimila a la 

existencia de medidas educativas en aplicación 

el hecho de que el adolescente haya hecho 

esfuerzos por alcanzar un acuerdo reparatorio 

con la víctima (en sede extra-judicial, se 

entiende). 1.a propuesta político-criminal 

básica de la DVJJ-Kommission, como se vio 

en su  momento, consiste en proponer como 

primeras alternativas de solución, precisamen- 

te la conciliación con la víctima, y luego, el 

desarrollo de una relaciónvoluntaria de asistencia 

educativa en el marco de la Asistencia Juvenil. 

12  idea es que el éxito de esas salidas no-penales 

debe constituir un antecedente de gran im- 

portancia para decidir la renuncia al proce- 

dimiento (DVJJ-Kommission, 27 y 30). 

6.4 El modelo de las Family Group 

Conferences. 
Ese modelo dc rclación rntrr justicia y el 

organismo administrarivo encargado de la 

atención a adolescentes en dificultades, y de 

gestión de las salidas nti-penales (de ayuda o 

de conciliación), tiene la ventaja de permitir 

cl desarrollo de la relación de ayuda por cauces 

de mayor libertad y autenticidad, y de permitir 

el surgimiento de soluciones ajustadas a las 

necesidades y a la concreta realidad de cada 

adolescente. Una posible desventaja, sin 

cmbargo, es que en la toma de decisión sobre 

si renunciar o no al procedimiento, la objeción 

basada en las necesidades sociales de pena, 

esto es, de una respuesta simbólica visi- 

blemente represiva, se convierte rn un elemento 

abstracto, difícilmente discutible por el 

encargado dc la asistencia educativa que intenta 

convencer al juez para que sobresea. Es decir, 

aunque más s~ifisticado, cs un modelo de toma 

de decisiones quc impide deliberar sobre un 

importante factor involucrado: la necesidad 

social de pena. 

Acaso de ahí derive el atractivo @ese a 

muchas otras dudas y objrciones que merece) 

la propuesta de Allcn (84 y SS.), tomada de la 

experiencia neozelandesa de las ''Fami5 Group 

Confmencer" (76 y SS.). 

1.a Prirnih Gmup Con/t.rrnce es un proce- 

dimiento basado en la filosofía d r  la justicia 

conciliatoria-restitutiva, consistente en una 

reunión, en grneral previa a todo proce- 

dimientu judicial, en la que participan, bajo la 

mediación de un coordinador, el niño o 

adolescente infractor, su familia inmediata y 

en su caso su familia extensa, la víctima, y 

todos aquéllos que pueden tener legítimo 

interés, con el cibjeto de identificar una 

solución a la dificulrad del niño o adolcsccnte 

y una decisión relativa a su comportamiento 

criminal. En la propuesta de AUen (88) tam- 

bién pueden participar en esa reunión: la policía, 

y el trabajador social que ya trabaja con cl caso 

en rl nivel local. El niño o adolescente podría 

pedir la presencia de un drfrnsor, y su  familia 

podría pedir la presencia de otras pcrsonas 

significativas cn lavida de aquél (otros panentcs, 

sus amigos cercanos, el profesor, vecinos, etc.). 

E n  Nueva Zelandia, la confrrrncia puede 

funcionar de mndc "informal" -solicitada por 



la pi>licía, si tienc intenciones de fnrmular 

cargos- o formalmcntc c n  casos más gra- 

ves-, los antrcedrntcs IIcgan a la Corte Juvenil 

g ésta la ordena si nc> se han negado los cargi>s, 

o si se han prnha<lo. 

El objctivo es colocar cn el centro dela dcci- 

sión a la familia del autor y a la victima. I.as 

medidas deben ser acor<ladas por cimsrnso (pi ir  

111 mrnos, se@n parrcr, r n u r  rl ad<ilescentr, su 

familia y la víctima), g habitualmcntc com- 

prenden una ii más dc  las siguicntcs: disculpas 

formalcs ante la victima, reparación, trabajo 

comunitario y compromiso de asistir a la escuela 

o d c  cvitar <Iclincucntcs asociados. Allcn 

propone añadir la participacic5n riel adolcsccntc 

en programas para ayudar al niño o adolescente 

a controlar su ira o su  adicción a drogas o 

alcohol, así como para mcjcirar sus habilidades 

cognitivas y sociales, y la participación dc  sus 

padres e n  programas dc  "cntrcnamicnto para 

padres" y en otros tipo de programas. 

El  plan acordad<> por la F;ainily <;roup 

<:onfercnce, scgúo la propuesta dc Allcn (Uc>- 

91), debiera scr aprobado por  un tribunal 

colrgiado no-jurisdiccional (el Tribunal para 

Niños, integrado por jueces lrg<is, salvo en 

caso de delitos más grwes, en quc se integraría 

con un juez pr«fcsi<inal), quc  cn principio 

debiera aprobar el plan, salvo que  las mcdidas 

sean muy dcsprr>porci<inadas a la gravedad dc 

los hechos. lin tal caso, o s j  no se alcanzb 

acuerdo e n  la ct>nfcrencia, dispone de las 

mismas mcdidas niás otras algo más intrnsas, 

incluyendo cn casos muy gravcs (y con cicrtas 

limitaciones) cl intcrnamicnt<i. 

Pese a las objecionrs que se pucdcn plan- 

tear a cstr mo<lcl<i dccis~<>nal, Allcn dcstaca, cntrc 

otros benefici<is, algunos que snn dignos dc  

considerar: 

l o  Al involucrar un rango m á s  aniplic de 

pcrsonas (quc otros modelos más convcncio~ 

nalcs). como los parientes, vecinos y otras 

personas significativas, las persprctivas de 

idenuficar medidas exitr>sas sr  incrcmrntan cn 

gran medida; 

2" lil desarrollo dc cstratcgias de snlucinn de 

problemas por parte dc  los propios adoles- 

ccntcs involucrados, sus familias y vecinr>s, en 

lugar de la imposición de medidas dcsdc arriba, 

rccurrc al ctiios participarivo quc cstá asociadi, a 

Iris cambios duradcrtis; 

1' Al involucrar a todos aquéllos paraquienes 

el adulrscente es relevante (incluyrndovrcinus, 

amigos y ptr>lrsores), afloran alternativas de 

solucirio antcs no desarrolladas, y; 

4" lin Nueva Xclandia, esta forma conciliatoria 

se ha traducido cn una reducción del empleo 

<Ir1 cuidado institucii>tial y de la custcidia (<ir 

scpiriilad), cn cl ntvrl alto <Ic la cscala dclictual, 

si bien paralcl<i a un  inc rcmcnto  d c  la 

intcrvcnción en el nivcl bajo. 

1.a I~kmjJy Group Confuene parece plantear, 

cr>n todo ello, iin potencial para absorber en 

una sola discusiOn, todos los intcrcscs quc 

rcalmcntr entran cn juego en la toma dc  

decisión rrspccti] del ad<ilrscrntr: a p d a ,  c<inuol 

y siipcrvisii>n, rcparaci6n y castigi>. I'ero, como 

todo modelo conciliati,rii,, ticnc la ventaja de 

que  la pretensión punitiva ni> sc convicrtc en 

una necesidad abstracta, inalcanzable, sino en 

un argumento idcntificahlc en lavicama y, acaso 

también, en la policía y a l ~ r n  vecino, prcscntes 



e n  la reunión, y con los cuales se puede discutir 

e intentar alcanzar un  acuerdo. (:<m ello, la 

"ncccsidad social dc  pcna" se dcscstataliza, sc 

encama en una sociedad loc;llmentc ncsiicada (cl 

policia, la víctima, 10s vecinos), con la cual se 

p u e d e  en t ra r  a negociar,  rcrluciendo su 

implacable sordera a considcracii,nrs indivi- 

dualizadoras o reparatnriaa. 

Una posible desventaja, sin embargo, es 

el matiz coactivo que adquiere la ayuda en ese 

contexto, si se acuerda por rirmplo "darle una 

ciportunidad" al a<lr>lcsccntr rncomendando 

al órgano local dc  bicncstar quc le ayudc a 

superar sus dificultadcs. Además, esta medida 

podr ía  c o m b i n a r s e  cc>n o t r a s  medidas  

"responsabilizadoras" y de control. Tiido ello 

hace más dificil la aspiración dc los rcformistas 

alemanes d e  que el encargado de la asistencia 

juvervl se ''bane" la disposición del adcilescente 

a colaborar con su pri>crsr> de ayuda, e n  basc 

al atractivo de la iifcrra de asistencia). Sin 

embargri, esta dificultad podría rclauvizarse 

p o r  el hecho de quc cl propio adolescentc 

debe estar de acuerdo con el plan convenido 

por la Ikn,{/y Gmup (.i,i~/~rcnce. I'cri, iaml>i(.n 

es cierto, sin embargo. que a falta dc  acuerdo, 

entra a decidir un Tribunal de Infancia, quc 

pueda adoptar medi<las coactivas, incluyend<i 

el confinamiento dc seguridad. 1;s posible quc, 

entonces, nos estemos alejando dcmasiad<i dc  

6.5 Intervención s imultánea y paralela de 

l a  justicia penal-juvenil y los  servicios 

sociales de ayuda y promoción  de l  

desarrollo de l  adolescente. 

Una última alternativa para la relaciiin entre 

justicia juved y oferta de ayuda es, en definitiva, 

el paralclisni<i: cada via actúa por su  carril, en 

base a sus propias hipiitesis de intervención, 

sin comunicarse ni inrcrfcrirse entre si. 

E n  realidad, a primcra vista, la propuesta 

de Allrn tirnr algun<is rasgos de paralclisnio, 

si bien, ct>m<i se vera, sóli> en un aspecto de 

la ayuda: cl más dircctanirnte relacionado con 

la pobrcza, con cl sistcma dc  bicncstar de la 

infancia. Si hien cl autor admitc q u c  la mayor 

eficacia cn la prevenci<in d r  futuros delitos pasa 

piir atcndcr a las ncccsidades individuales del 

ad<ilcsccntc ~nfractor, c n  cl senc <Ic la comu- 

nidad, fortalccicndi, sus  lazos familiares, 

escolares y labrirales, ): de hecho, propone que 

cn las 12aniily Group (;onferencrs se busque 

un plan que atienda simultáneamente a los 

intcrcscscn lareparacihn a lavíctinia, a la rcspon- 

sabilización del infractor y a la satisfacción de 

sus nrccsidndcs iiidividw~lrs (Allrn, 15-16), si 

se examinan las mcdi<las que proprme poner a 

disposición de las 1;~1v,,/y Croup (o>i/&encer, se 

puede aprrciar que en ellas no  s r  contemplan 

las mcdidas dc bienestar. De hecho cxpiícita- 

mentc prtiponc quc, respecto de los niños y 

los presupuestos de una ayuda voluntaria- adolcsccntes con esos pri>blcmas, sc requiera la 

mentr sr>licitada o accptada. Pcri, la cuestión intervención del departamento de srrvicios 

cs discutible. sociales (88). 

I'ero, como dijc, \.ist<i con m i s  dctallc su 

modelo, sc trata cn rcalidad, no tanto de un 

paralelismo d r  12s politicas d e  pri>tección 



especial para adolcsccntcs en diticultadcs, sino 

más bicn (lo quc cs razonable), un paralclismr> 

d e  las políticas sociales asistenciales o 

compensat<irias, quc responden a su propia 

lógica, completamente con indepcndcncia <le 

la cuestión criminal. lis una situaciiin difícil 

dc  comprender exactamente cn los paíscs 

latinoamericanos. prácticamente drsprovisti>s 

de ci>bertura en rsa  línea. 

E n  cambir>, cl aspecto dc  la zyuda al adolcs- 

cente en dificultades, se cncucnrra dc todos m o ~  

dos presente (aunque c<in un menor desarrollo) 

entre las alternativas d r  la I'amily G r r ~ u p  

Conference, al menos r n  algunr~s aspectcis dc  la 

medida de "participacii>n cn programas de 

tratamiento diseñados para ayudar a un niño a 

controlar su ira, c<introlar su abuso del alcohol 

las drogas y/<> i~icjorar  s u s  hahil!dadcs 

cogninvas y socialcs" (/\lIcn, 89). 

Ahora hicn, volviendo a la cucstión del 

paralelismr~ tutal entrr justicia y ayuda, se trata 

d e  una alternativa que  prrsenta  la i,b\,ia 

desventaja de quc  la intervrncibn punitiva, no  

sólo interfiere con la pr<imoción del desarrollo 

del adolescente y de la superación de sus 

dificultades, sino que constituye muchas veces 

parrc dc Ins <lificulta<lcs quc ilchc nyudaric 11 

adolcsccntc a supcrar: las consccucncias dcl 

d a ñ o  producido pcir la intcri ,ención del 

sistema penal, particularmente cuando se ha 

adoptado  duranrc cl proccdimicnto una 

medida de internamicnt<i. Albrrcht sugiere 

(1990, 88). pvr cjrmpIi>, qur  n<i sólo n<i rs  

posible el desarrollo, ayuda y cducacii>n de los 

adolcsccntcs cn privacibn dc lihcrrad, sini) quc 

incluso, 1% vrrda<lrra prr<>cupaci<iri cntunccs es 

cómo ayudar a supcrar Ins d a ñ i ~ s  provocadr)~ 

cstatalmentc por dicha medida. Así, pucs, son 

patcntcs las ventajas dr una retirada dr la 

intervrnci6n punitiva, cuandr, la ayuda está 

~lcsarrr>llánd<ise cn forma promisotia. 

Sin cmhargo, con una dosis mínima d e  

realismo, la verdad es quc el paralelismo es inc- 

\,itable, más aún, un drbcr dc la administracii>n 

encargada <le la prr>tccciiin y promoción del 

dcsarrollci de los niños y adnlescentcs, cuando 

la justicia no  rrnunció a la vía del procesamiento 

y la punicibn, prrcisaniente, en t r r  o t ros  

ohjctivos, con  la finalidad de ayudar al 

adolesccntc a disminuir y supcrar los perjuicios 
dc csa intcrvcnción. 



Anexo 
Programas de ejecución de la 
medida conciliación-reparación 
para adolescentes infractores de 
ley penal, en España. 

1. Resultados de las entrevistas a 
responsables y operadores de la 
Dirección de Prevención del 
Ayuntamiento de Barcelona. 

1.1 Resumen d e  entrevista con Santiago 

Marcel, especialista e n  mediación d e  la 

Dirección d e  Prevención del Ayuntamien- 

to  d e  Barcelona. 

De la entrevista con Santiago Marcel se 

desprende que el trabajo con la mediación al 

nivel preventivo tiene una concepción más 

amplia que la mediación como resolución de 

connictos: se propone establecer puentes de 

comunicación entre personas, ya sea para resol- 

ver conflictos, ya para explicitarla existenciade 

ellos, y comenzar a hablar de conflictos. En ese 

sentido, el mediador puede ser, en cierta etapa, 

un "perturbador". Trabajan con la perspectiva 

teórica de Jean Francois Six. 

En relación con la mediaciónpenal, destaca 

primero la experiencia francesa, en la que los 

mediadores pertenecen a una asociación de 

ayuda a víctimas de delito, y el control del 

cumplimiento de los acuerdos reparatorios 

también se entrega a asociaciones civiles. 

Aproximadamente un SO % de los casos 

propuestos por el fiscal para reparación Ucgan a 

un acuerdo. IAS casos más graves que llegan a 

mediación son hasta de robos con intimidación. 

En relación con la mcdiación penal en 

España, destaca la pobrcza conceptual y de 

gcstión dc la mediacihn penal en el ámbito del 

Derecho Penal de adultos: simplemente se ve 

como un recurso más del que dispone el juez, 

vinculado a los trabajos comunitarios, pero no 

interesa rcalmentc la víctima. 

Para el caso de los adolescentes (12 a 16 

años), hay un enfoque predominantemente 

educativo. La finalidad no es retribuir el mal 

cnusado, sin<] aprovechar la oportunidad dada 

por el delito, parn que cl ad<ilescente haga su 

procesci de aprendizaje. No descarta que se esté 

asistiendo a una expansión de las redes del 

control social, pues muchos de los casos 

resueltos tirnrn quc ver con "chicos majisi- 

mos", por deliti~s o faltas que normalmente 

irían a arch'wo del expecliente (por ejemplo, casos 

de daños a los biencs públicos) Pero ahora, a 

través de la mediación, el juri dispone de 

respuestas (61 cscuch¿> <Ic un juri valorar que 

esta medida evita qiie cse tipo dc "acciones 

incivicas" queden sin respuesta). Son casos que, 

él admitc, podrían resolverse por la vía 

sancionatorio-a<imini~trativa, a trav6s del 

Ayuntamiento. 

Sin embargo, como se verá, también se 

trabaja con casos mas graves. 

1.2 Resumen de  entrevista con Cham Soler, 

mediadora e n  conflictos penal-juveniles, 

del Departamento d e  Justicia del gobierno 

autonómico (Generaiitat d e  Catalunya) 

Charo Soler cxplicó brcvcmcnte la historia 

de la medida en Barcelona y Cataluna, que la 

contempla en una ley autonómica de 1992, tras 



dos años de aplicación dc  un proyecto-piloto. 

A continuación se refirió a la forma comn se 

derivan los casos, y al procedimiento de la 

conciliación propiamrntc tal. 

l in (:ataluña, cl fiscal quc ilccide iniciar un 

procedimiento d e  pcrsccuc i6n  d e  la 

responsabilidad de un adolescente por una 

infracción prnal,  n<irmalmcntc vficia a la 

I l i r ecc ión  <;eneral de  Medidas pena l r s  

alternativas yJusticia Juvcnil (del Dcparumcnti> 

de Justicia de la Genrralitat de Barcelnna) +ir la 

q u e  ella y los  d e m á s  m r d i a d o r e s  s o n  

funcionarios-, existien<lii trcs <lifcrcntes tipos 

de oficio: en el primcro (dcsdc 1996) pide que 

se evalúe la posibilidad de una mediación; en el 

segundo, solicita informr sico-socio-cducauvo 

y proposición de medida, con pvsibilidad d r  

hacer cnnciliación, y; en el tercero, solicita cse 

informe,  pe ro  vedando cxprcsamente la 

posibilidad d e  aplicar la mcdiación. E n  la 

Dirección existen dris equipns distintos: uno 

para evaluar 1s p<>sibilidad dc una incdiación,y 

para practicarla matcrialmcntc, y; ntro, para 10s 

informes sico-socio-cducauirc~s y la proposición 

dc otras medidas. Llrsdr 1996 existe un acucrdo 

crin los fiscales, q u e  va un p<>ci> mis  alláde los 

márgcncddc  la ley nacional (4/92, sohrc 

competencia y proccdimicnto de los Juzgados 

de Menorrs), y que pcrmitc que frente al primer 

tipo de nficin no  se haga un informe sici>-socii>- 

educativo (superfluo c inncccsariamcnte 

inuusivo enlavida de los adolescentes), es decir, 

que no  se pase por CI segundo cquipo, sino que 

lisa y Ilanamente scvalorc, por cl ptimer cquipn, 

la posibilidad de una mediación; y sóln en caso 

de una evaluaci6n negativa, rl srgundo equipo 

proccdc a rcali~ar el informe y a proponer oua 

medida. Es<> ha acortado además los plazos 

n<itablrmrnte. 

lin seguida explica c6mo hacc su trahajo. 

liii una cntrivista hrr\,c y clinámica (de 1 5  

minutos, o un máximn d c  30) explica al 

adnlrscentr y a sus padres el contexto, las 

alternativas lcgalcs del a s < >  (conciliación o 

jiiicii~), el sentid<> de la mcdiaciím, etc., y evalúa 

con rllos si sc dan las trcs condicioncs para 

hacer una mrdiaciiin: rcconocimient<i por el 

a d u l e s c r n t c  d c  q u c  ha t en ido  alguna 

participaci6n; la capacidad (aiinquc no  eniplca 

csta expresión con cllns) del adnlcsccntc para 

p n n e r s e  e n  el lugar  d e  la vict ima,  y; 

vuluntariedad del adolescente en la práctica 

de la mediación. Parte de la entrevista, en caso 

ncccsario, se puedc practicar con el adolescente 

snlo, y, cn su caso, crin sus padres. 

Si vc quc no  se dan las condicioncs, evita 

cansar  m u c h o  al adolescente  y l o  pasa 

inmccliatamctitc c l c  scr pi>sil>lc- al cqiiipo dc 

ascsoramient<i, para quc hagan cl informc sico- 

so=¡<>-educativn. 

Si en cambio, sr  dan las ci>ndicii>nes, inicia 

d c  inmedia to  una  rn t rcv i s ta  c v n  cl 

adr>lcsccnti. l in ella tral>aja especialmente 
sobre la actitud del adolesccnte hacia el delito 

conirtido, subre la comprensión del dano 

provcicado a la victima, intentanclo además quc 

el adolescente sc impliquc cn la búsqucda de 

una solución (rcparación), para lo cual a veces 

Ins adi>lescentes rrsultan ser muy imaginativi>s. 

Después se cvalúa si cs posihlc o no  hacer esa 

rcparación, cxplicándolc al adolescente el 

cimtcxto judicial. E n  seguida se informa a sus 



padres sobre los rrsultadi>s dc  csa cntrcvista. 

Y finalmente, se informa tambikn al fiscal, 

quien decide si autoriza la continuación de la 

mediación. 

E n  caso de informe favorable del fiscal, 

rlla (el mediador, r n  general) contacta a las 

víctimas, primero por carta, y lucgi, trlefiinica- 

mente, explicándoles la medida, las posi- 

bilidades que les ofrecc, ctc., invitándolas a una 

entrevista a solas con ella. E n  esa rntrvista se 

les explica más, se cr>ntirnrn sus rmociones, y 

se les ofrece la pr~sibilidad de participar en la 

mediación. Pero junto con ello, también se 

evalúa si la victima cs idónea, cxcluycndo a las 

que tienen ánimo de venganza, que  normal^ 

mente n<i les ayuda a cllas ni a los ad<>lrscentrs. 

Para trabajar cl consenumicnt<i dc las partcs 

se pucdc hacer más d c  una reunión con cada 

uno. Postrriormente se contempla una reunión 

entre ambos, con el mediador, para escucharse 

y afinar el acuerdo. Prri, si lavíctima n<, quiere la 

reunión, parece quc de todos mr><l<is pucde 

acordarse una acción reparatoria por parte del 

adolcsccnte. Fuera d c  ello, también hay 
rrparaciún sin víctima, pcro cntonccs no se trata 

de una mcdiación, sinc, simplenicntc d e  una 

medida de reparación. 

Sobre las soluciones a que se llega: 

A vcccs, consis tc  simplemente e n  el 

diálogo, el arreglo pacificador, acercamiento 

d e  posturas. La reparación r s  simbólica: 

consistc en que el ad<ilcscente está haciendo 

algo con su  actitud. Y la vicuma, por su  parte, 

está superando su micdci. 

Otras veces, rl advlcscentc ofrrcr y/o la 

victima pide una rcparación, quc pucde ser 

rconómica ;  se acuerda un  servicio e n  

henefici<i de la coniunidad, o un servicio para 

la propia víctima (así, cn el caso dc las grandes 

tiendas), controlado pi>r un monitor cxtcrnv, 

puesto por cl Departamento de Justicia, o ;  

finalmcntc, una donaci<in en dinrrci e n  favor 

de una ON<; sin fines de lucro. 

A continuación, sc firma un acucrdo dc  

conformida<i, si bicn cuando cl conflicto es 

rntre adolescentes, cllos suelen prescindir de 

rsta formalidad. 

Finalmcntc, dc  los resultados de la media- 

ción se ci,niunica al fiscal, pcrn ni, s r  pide su 

aprobación. (:on su primera autorización, ya se 

cnucndr qur  sr aprueba todo el proceso. Esto 

cs una iiinovaciiin, pucs antes sc nccrsitaba la 

aprobaciiin del jucz, rcspecto del acuerdo 

reparatorio alcanzado, cosa que rigidizaba la 

mediaci6n. 

Sobrc la finalidad cducati\,a: plantca que hay 

una mczcla cntrc cilucaci0n y atención a la 

víctima. I'cro ella evita plantear la nicdiación 

simplcmentc porque sea educativa para el 

adolrscrntc, pucs cn s u  posiciún ncutral debe 

atcndcr tnmhién a 10s inrrrrses d r  la víctima; 

n o  se pucdc usar a la víctima en beneficio de 

la educación del adolesccntc. Por lo dcmás, con- 

sidera que 10 más rducdtivo para el adolescente 

a fin dc cucntas es que la victiniaqucclc contrnta 

y se sienta reparada. In>s Iieneficios de la rcpa- 

ración son consecuencia delrrsultad<i. 

1.3 Impacto. 

Los clicntcs dc la mediación son cn general 

adolescentes de clasr mcdia o media-baja, que 



ticncn un cirrti, nivrl intrlrct~ial y clc soilal~. 

zadnn csc<ilar, ct>mi, para podcr hacer el proceso 
empáuco frentr al daiio provoc:ido a la víctinia. 

1.0s delitos suclrti ser imcnores: d:~ñ<,s,  

hurtos dc supcrmcrca<\o, daños P la propic<\a<l 

pública, lcsiones Icvcs. I'cro taml>ifn Ilcpn casos 

m i s  graves, como Ics~r>ncs dc may,rgavcdad; 

así cnmo dcliois q u i  formalmente conslstcn 

e n  rol,os c<mvic>lcncia <i intiniid:~ciún, pero quc  

en  rcaliclad tirncn un sigoifica<li> nieni>s gravi. 

e n  cl contcxti, <Ic rclacinncs m á s  o mcnos 

violentas entre adolcscentcs, cntrc quicrics cl 

despl iepe d e  valcntia, osadia o "chorei?" cs 

parte dc la vida ci,tidiana durante cirrta etapa: sc 

trata <le deliti,s cori víctimas ad<ilesccntrs. 

Muchas dc  las mciliacii>ncs sc hacen cntrc 

adolcscentcs. 

Dcsclr el punti, dc vista prcvrntivo, <:han> 

Solcr no ticnc rlari, q ~ i c  si;, ncccsaria la 

mediación cn estix casos. Santiago hlarcel crrc 

que sctia suficienrc una sanciiin administrativa. 

E n  cualquier raso. Charo Scilcr aclara que, si 

birn nci es clari, quc  1;1 nicdiaciiiri sea ncccs;iria 

para qur  cl ad<ilcsccritc nr> rctncida (piics cn 

muchos casos dc ri><los motlos no  reinci<iiría, 

aún sin necesidad dc la rnediacirin), la mcdia~  

ciGn no  rnipeon I:i slt~iaciúri; y :icas<i genera un 

cspacio que pcrmttc al a<lolesccnrc desarri>llar 

una rcflexi<in. Anihi>s crcco. cn todo casr], que 

el c<intcxto judicial-penal dr I:i nie<liacirin pucdr 

ser negativo respccfr, ilc alguncts adi>lcsccntcs, 

para quienes cl paso por la tiscalia cs "una 

tremenda medallg" (una condecoración como 

"chor<i" entre siis anitgr>s). Itn camhii,, una 

mediacion cxrra~jiirlicial, sin pasada por la 

fiscalía í~ acaso. sin cl tcchi, dcl "Dcpartamenti> 

dr Jilsticla"), prohahlcmcntc tendría más 

hcncficios. 

Ambi>s c<>iricidcn cri q ~ i c  c n  niiichiis dc 

I<>s casos rcsiirltos por imr<lracii>n, hacc unos 

años nn h a l h  respuesta alguna. Pcrri (:haro 

scnala que, fucra dc  la posibilidad dc u n i  

rcflcxinn y una crperiencia cnriqucccdon para 

alfiunosaad<ilcsccntci., I:i nirdiaciúti (ifrrcr 

impr,rrantcs prcstacii>ncs iniportantes para las 

victmias. Mis ;aún, si ni> cs clara la ncccsidad 

prcvcntira dc la metiiaci<in para los a d i ~ l e s ~  

ccntcs (la mayr>ria de elli,s igual no rrincidiría), 

par:, varias dc las vict imas puccir ser 

prrvcntlvo, espccialmcntc iratándrisc dc r>tr<is 

a<ir>lcsccntrs, que sc evita cnrren cn c l  cspiral 

dc la vinlcncia. 

2. Instituto Madrileño del Menor 
y la Familia. Comunidad 
Autónoma de Madrid. 

2.1 Resumen d e  entrevistas c o n  Rosa 

Beriari, responsable del área d e  mennres  

c n  conflicto c o n  la justicia, y C a r m e n  

Crespo, mediadora, funcionaria d e  e s a  

misma unidad. 

1t1 procr<li~iiirnto. lkis <-riicrii>s y clicnres 

dc 1% mediac~<in son miip similares a Ik>s dc  

<:ntaluña. Es niás, según (::armen Crcspc,, ellos 

han rrshajn<l<> r<in la gcntr de <:araluña (dr 

h c c h n  coni ,cc  bien a (:haro Soler ,  la 

cntrcvistada dc (;ataluña), c inclusn plrcce que 

r n  una fasc  tnicial se  inspirarcin e n  la 

cxpcricncia catalana. Si>l>rc cl procc<limiento, 

podria agrcgarsc que, cuando la víctima cs rmo 

adolcscentr, trabajan ranibiin con sus padres 



en una primera reunión (pero luego se reúnen 

sólo con la víctima). 

Por ello, interesa destacar algunas 

diferencias administrativas y de contexto del 

trabajo que se hace en Madrid, en compara- 

ción con la experiencia catalana. 

1.a gran diferencia consiste en que la 

mediación no se practica en un Departamento 

de Justicia, cnmo se hace en Barcelona (muy 

vinculados a la fiscalía), sino en el Instituto 

Madrileño del Menor y la Familia, en el, que 

junto a la unidad encargada de menores en 

conflicto cnn la justicia, existe una unidad 

preocupada de la tutela de  los niños y 

adolescentes con necesidades de protección, 

con la que tienen un trabajo de estrecha 

coordinación. 

Así, la solicitud de la fiscaiía de un informc 

soda], normalmente se cnvía al Instituto, pese 

a que subsisten todavía unos rquipos ti.cnicos 

pagados por el Departamenti> de Justicia que 

sirven directamente a los fiscalcs (como los 

de Cataluña). Los equipos del Instituto tienen 

una batería de alternativas más amplia, pues 

al evaluar el caso, pueden proponer al fiscal, 

por ejemplo, que se aplique el principio de 

oportunidad sin medida, informándole que en 

todo caso el Instituto iniciará una acción 

tutrlar con los servicios sociales locales, 

cuando es preferible hacer un trabajo 

normalizador, con la escuela, en programas 

espccialrs para adolescentes, y/" ofreciendo 

ayudas económicas a la familia. 1' :n este caso 

se ha "pactado" con el adolescente (el equipo 

técnico del Instituto, no el fiscal) que él asista 

a los servicios sociales. 

También se puede proponer al fiscal, por 

cierto,, hacer reparación *on delegados del 

Institutrr-, pero incluso en estc caso, el acuerdo 

puede incluir la asistencia a los servicios 

socialrs o la aplicación de  otra medida 

ambulatoria. La internación se aplica poco; 

casi todos los casos son d r  adolescentes 

ilegales (marroquíes), que tienen un perfil 

delicrual más serio o vinculados cn criminalidad 

organizada (drogas). 

En un 75 'Yo de los casos aproximada- 

mente, el fiscal acepta la propuesta de los 

equipos técnicos. 

En relación con el impacto, dado el perfil 

de la clientela, se rcconoce que en muchos de 

estos casos rl adolescente, sin necesidad de la 

mediación comprende que ha cometido un 

delito, daiiando a otra persona, y experimenta 

algún tipo de temor o remordimient<i. Pero 

muchas vcces en el grupo, con otros jóvenes, 

estos senumienti>s se evadrn: entonces sólo 

la denuncia y la intcrvcnción del programa de 

mediación permite rcatlorar el sentimiento de 

empaúa con la víctima, la desvalorización del 

da¡¡« y la revalorizaciún d r  fórmulas no- 

violentas de ohtencii>n dc fines y de solución 

de conflictos. 

Sobre la carga subjetiva del adolescente: 

los mediadores no son nrutralrs a los motivos, 

sino que cxigen empaúa, o disposición a empa- 

tizar, a rrrntrnder la propia acción, y propósito 

subjetivo de repararla. 1.0s adolescrntes que 

adopten una actitud instrumental -reparar 

simplemente para lihrarsc dc una medida más 

severa  son descartados dc la medida. Por lo 

demás, el temor a una medida más gave  es 



rclauvi>, pucs 10s clicntcs dc la mcdiacirin, s~ l>cn  

que las altcrnauvas n<> son demasiado xr:i\,rs: 

ni~rmalmcntr. amoncst;ici<in, <, prcstaciiin <Ic 

scrvicii>s a la coniutii<l;i<l [rciiricamcritc, 

también. vigilada por un  brcvc tiempo). 

El grado de satisf;icci<in de  los partici- 

pantes es Imitante ait<i, cspecialmentr (según 

Carmen í:respo) cn cl cas,, di.1 infract<ir. 
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